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PROPOSICIÓN DE LEY INTEGRAL PARA EL RECONOCIMIENTO, LA 

IGUALDAD Y LA PROMOCIÓN DEL PUEBLO GITANO EN ESPAÑA 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

“Aunque sea reciente mi carné 

yo nací hace milenios” 

José Heredia Maya (1947-2010), poeta gitano 

 

I 

La Constitución de 1978, si bien no hace referencia expresa al pueblo gitano, sí menciona, en su 

preámbulo, a “los pueblos de España”, proclamando su voluntad de “proteger a todos los 

españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y 

tradiciones, lenguas e instituciones”.  

Que el pueblo gitano forma parte de los “pueblos de España” nadie lo puede poner en duda, ya 

que su presencia se remonta a más de 600 años, cuando está documentada su entrada en la 

Península Ibérica (en concreto, el 12 de enero de 1425). Desde entonces, se ha ido forjando una 

simbiosis cultural que hoy es inseparable. El pueblo gitano no solo ha habitado la geografía 

española, sino que ha enriquecido sus lenguas, su acervo artístico y cultural y sus tradiciones con 

una vitalidad, una resiliencia y una impronta que han sobrevivido a los siglos. España no se puede 

entender sin el pueblo gitano, cuya historia es, por derecho propio, historia de España. Y, no solo 

de España, ya que como señaló el premio Nobel de Literatura Günter Grass, los gitanos “son los 

habitantes naturales de una Europa sin fronteras”.  

No obstante, esta convivencia ha estado también marcada por una trágica sombra de 

discriminación y persecución institucionalizada que se prolongó durante más de quinientos años. 

Desde la pragmática de los Reyes Católicos de 1499 hasta la Gran Redada de 1749, las 

autoridades del Estado desplegaron un aparato normativo de más de 250 disposiciones de 

asimilación forzosa y castigo que buscaba la persecución y la aniquilación de la identidad gitana. 

Aún más recientemente, hasta el año 1978 estuvo vigente la disposición del Reglamento de la 

Guardia Civil que ordenaba "vigilar escrupulosamente a los gitanos", siendo necesario un gran 

impacto mediático y social como el del discurso del diputado gitano Juan de Dios Ramírez-Heredia 

en el que exigía la derogación de esa normativa que “ya hacía de nosotros una definición como 

delincuentes natos”. 

Estas políticas no fueron episodios aislados, sino un sistema estructural de discriminación que ha 

dejado cicatrices profundas en la memoria colectiva del pueblo gitano y en las oportunidades de 

vida de las generaciones presentes y futuras.      

La historia del pueblo gitano está plagada de gitanos y gitanas valientes, protagonistas de la 

historia de nuestro país. Sirva como ejemplo la figura de Rosa Cortés, mujer gitana que en el siglo 

XVIII lideró una rebelión contra la voluntad expresa de exterminar al pueblo gitano durante la Gran 

Redada. Acontecimientos y personas invisibilizados e incomprensiblemente ausentes de los libros 

de texto. Un olvido histórico que hace más pobre a nuestro país, porque la historia y la cultura del 

pueblo gitano son parte intrínseca de la historia y la identidad española.  

La Constitución de 1978 no supuso únicamente un marco general de convivencia, sino que abrió 

la puerta a la superación jurídica de siglos de exclusión. Nuestra Carta Magna consagró, en su 
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artículo 14, la igualdad formal de todos los ciudadanos, con independencia de su nacimiento, raza, 

sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, dotando al 

pueblo gitano por primera vez en la historia de España de las garantías democráticas necesarias 

para reclamar su plena ciudadanía sin renunciar a su identidad.      

En la actualidad, y a pesar de los indudables avances que esto ha supuesto en las últimas décadas 

en distintos grupos sociales tradicionalmente discriminados, las personas gitanas siguen 

enfrentando graves barreras estructurales; entre otras, mayores tasas de pobreza, segregación 

escolar y residencial y un persistente estigma social.  

Esta ley no es solo un conjunto de medidas administrativas; es un acto de justicia y de 

reconocimiento de la dignidad de un pueblo que, tras siglos de convivencia y también de 

persecución, ha mantenido su voluntad de formar parte del proyecto común español sin renunciar 

a su propia identidad y a su cultura. 

Con la aprobación de esta ley, nuestro país se sitúa a la vanguardia en la protección del pueblo 

gitano. Al ofrecer amparo legal específico para el ejercicio, por parte del pueblo gitano, de 

derechos ya contemplados en nuestro ordenamiento jurídico, España se convierte en un Estado 

pionero a nivel mundial, transformando las recomendaciones de organismos internacionales en 

mandatos legales efectivos. Esta ley marca el inicio de una nueva etapa en la que la igualdad real 

deja de ser una aspiración para más de un millón de españoles gitanos y gitanas, para convertirse 

en un derecho garantizado por el Estado. 

II 

El contexto en el que nace esta ley está definido por la madurez de nuestra democracia y por la 

constatación de que la igualdad formal proclamada ante la ley resulta insuficiente si no se 

acompaña de medidas específicas que remuevan obstáculos y que hagan efectiva la igualdad 

material, ya que persisten situaciones de desigualdad severa y discriminación que afectan de 

manera desproporcionada a la población gitana. 

El propósito fundamental de esta norma es hacer justicia con el pueblo gitano y otorgar amparo 

legal para una ciudadanía plena. Su finalidad es promover las condiciones que permitan garantizar 

el acceso equitativo e igualitario a los bienes, servicios y derechos públicos, erradicando las 

brechas existentes en educación, empleo, salud, vivienda o bienestar social. Es también una ley 

de empoderamiento institucional, orientada a que las personas gitanas sean protagonistas de su 

propio desarrollo económico, social y político y del progreso de su pueblo. 

Los estudios e indicadores disponibles revelan la persistencia de una brecha de desigualdad 

intensa y estructural entre la población gitana y el conjunto de la ciudadanía en las principales 

variables de bienestar. Pese a los importantes avances individuales, el porcentaje de personas 

gitanas en riesgo de pobreza (81,7%), la tasa de pobreza infantil (84,3%), las tasas de fracaso 

escolar (63%), chicos y chicas que no obtienen el título de la ESO, y de abandono escolar 

temprano (86,3%), la tasa de paro (39,9%), sobre todo la de las mujeres gitanas (52%), y la 

precariedad laboral, continúan registrando valores desproporcionadamente elevados entre las 

personas gitanas. Una desigualdad que se incrementa todavía más en el caso de las niñas y las 

mujeres gitanas, limitando sus posibilidades reales de desarrollo personal, social, o laboral. 

Además, y aunque sea un fenómeno residual, persisten asentamientos segregados y núcleos de 

infravivienda, en los que las personas gitanas representan más del setenta por ciento de la 

población total (unas 18.000 personas gitanas siguen viviendo en asentamientos chabolistas 

segregados, la mitad son menores de edad). Esta realidad social pone de manifiesto la 

insuficiencia de las políticas generales para corregir por sí solas situaciones de discriminación 

histórica y desventajas estructurales que siguen estando fuertemente arraigadas, y que tanto 

impacto tienen en una población mayoritariamente joven (el 66% tiene menos de 30 años).      

Atender a esta realidad exige adaptar las respuestas institucionales mediante medidas dirigidas 

que incidan directamente en las causas de la desigualdad. La consecución de la convergencia real 

de indicadores con el conjunto de la población española exige un marco normativo sólido que 
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garantice los recursos necesarios para hacer efectivas sus disposiciones, la fijación de objetivos 

evaluables y la implantación de itinerarios de acompañamiento social.                

Desde la óptica de la técnica legislativa, la oportunidad y necesidad de esta ley radica en superar 

la fragilidad del marco instrumental previo. Hasta la fecha, las políticas públicas dirigidas al pueblo 

gitano han dependido de planes de acción, programas temporales y estrategias gubernamentales 

desprovistas de rango estatutario, expuestas a contingencias presupuestarias, partiendo de 

presupuestos ínfimos, e inestabilidad normativa. Elevar estas políticas a rango de ley les otorga 

permanencia, ejecutividad, suficiencia financiera y seguridad jurídica, vertebrando en un único 

cuerpo legal coherente la promoción social activa y la lucha integral contra el antigitanismo. 

III 

Los antecedentes de las políticas públicas para el pueblo gitano en la etapa democrática española 

encuentran su punto de partida en el marco fundacional de la Constitución de 1978. Tras la 

derogación de las disposiciones reglamentarias discriminatorias de la etapa anterior, las 

instituciones públicas comenzaron el diseño de instrumentos de desarrollo social. El primer hito 

de significación estatal fue la creación, en 1989, del Plan de Desarrollo del Pueblo Gitano, primer 

instrumento destinado a financiar intervenciones específicas en el ámbito autonómico y local. En 

las décadas posteriores, la intervención sociolaboral y educativa evolucionó hacia una 

especialización técnica y una dimensión estatal y de gran impacto social gracias a la movilización 

de fondos europeos específicos para la población gitana (amparado por la normativa europea, 

Reglamento FSE, y fundamentado en la grave desigualdad de las personas gitanas), lo que ha 

permitido a España ser referente en esta materia para el resto de países europeos.   

Paralelamente, la creación del Consejo Estatal del Pueblo Gitano por medio del Real Decreto 

891/2005, de 22 de julio, constituyó un hito en la institucionalización de la interlocución entre el 

movimiento asociativo y la Administración General del Estado. Este marco se complementa en su 

dimensión cultural por la constitución del Instituto de Cultura Gitana, mediante Acuerdo del 

Consejo de Ministros de 9 de marzo de 2007 y cuyos estatutos como fundación del sector público 

estatal fueron aprobados por medio del Real Decreto 190/2023, de 21 de marzo. 

Más recientemente, el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó el 30 de marzo de 2023 el 

informe para el estudio de un Pacto de Estado contra el Antigitanismo y la Inclusión del Pueblo 

Gitano, culminando así los trabajos de la Subcomisión parlamentaria constituida para la 

elaboración de dicho estudio el 21 de mayo de 2021. Y el Consejo de Ministros, mediante Acuerdo 

del 7 de enero de 2025, aprobó una declaración institucional con motivo del 600º aniversario de la 

llegada del pueblo gitano a España y por la que se declaraba el año 2025 como Año del Pueblo 

Gitano en España. 

Por último, podemos hablar de dos grandes hitos recientes, en el marco legal y en el de las 

políticas públicas. En primer lugar, la introducción expresa del antigitanismo como supuesto 

discriminatorio en el Código Penal en 2022 a través de una enmienda de carácter orgánico a la 

Proposición de Ley Orgánica complementaria de la Ley integral para la igualdad de trato y la no 

discriminación, de modificación de la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal. En segundo lugar, 

la aprobación en 2025 del Plan de actuación para la mejora de la empleabilidad de la población 

gitana 2025-2028, primer plan específico para la población gitana que debe ser un referente para 

el resto de las políticas públicas.  

La andadura de las políticas públicas orientadas al pueblo gitano en España ha demostrado la 

enorme capacidad transformadora del movimiento asociativo e institucional cuando se le dota de 

los recursos y los cauces de participación necesarios. No obstante, la experiencia acumulada en 

estas cuatro décadas de democracia también ha puesto de manifiesto los límites del modelo 

basado exclusivamente en planes y estrategias de carácter voluntario o programático. La falta de 

obligatoriedad legal ha generado con frecuencia desigualdades territoriales en la aplicación de las 

medidas y una marcada vulnerabilidad ante los cambios de ciclo presupuestario o político. El 

análisis comparado de las iniciativas estatales, autonómicas y locales confirma que, en el marco 
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de sus competencias, aquellas intervenciones sustentadas en marcos de acción estables y 

sostenidos en el tiempo han alcanzado cotas superiores de efectividad en la inserción laboral y el 

éxito educativo. Sin embargo, la ausencia de un marco estatal de carácter básico y con rango de 

ley privaba al conjunto de estas actuaciones de la vertebración, imperatividad y escala necesarias 

para garantizar un suelo común de derechos exigibles en todo el territorio nacional con un 

potencial de impacto verdaderamente transformador. 

En cuanto al nivel europeo, España se adhirió al Marco Estratégico de la Unión Europea para la 

Igualdad, la Inclusión y la Participación de los Gitanos, impulsando estrategias nacionales 

plurianuales con ejes en educación, empleo, salud y vivienda. El antecedente inmediato de la 

presente ley lo constituye la Estrategia para la Igualdad, Inclusión y Participación del Pueblo Gitano 

2021-2030, que incorporó el combate contra el antigitanismo como eje prioritario. La presente ley 

recoge la trayectoria de estos instrumentos y eleva sus compromisos programáticos a mandatos 

legales de obligado cumplimiento para todas las administraciones. 

IV 

Los fundamentos jurídicos de la ley se asientan sólidamente en el bloque de constitucionalidad. 

En primer lugar, toma como referencia el mismo artículo 1 de la Constitución, que declara que 

España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho y que propugna como valores 

superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político; 

valores que también aplican al pueblo gitano y que esta norma pretende hacer efectivos, 

materializando el espíritu constitucional. Seguidamente, la norma responde de forma directa a la 

cláusula de igualdad real y efectiva de su artículo 9.2, en combinación con el principio de no 

discriminación consagrado en su artículo 14. Asimismo, entronca con la garantía del libre 

desarrollo de la personalidad y el respeto a la dignidad (artículo 10.1), el derecho a la participación 

en los asuntos públicos (artículo 23), el derecho a la educación (artículo 27), el derecho al trabajo 

(artículo 35), la protección de la salud (artículo 43), el derecho a una vivienda digna (artículo 47) y 

la obligación estatal de tutela del patrimonio cultural y artístico (artículo 149.1.28.ª y 149.2).  

En su dimensión sustantiva, la ley articula un catálogo sistemático de derechos y garantías 

estructurado en torno a tres ejes fundamentales que dan cobertura jurídica a las demandas 

históricas del pueblo gitano.  

En primer lugar, la ley consagra los derechos de promoción social y convergencia efectiva, 

garantizando el acceso en condiciones de igualdad real a los servicios esenciales para el ejercicio 

de derechos sociales básicos: el derecho a una educación inclusiva, equitativa y de calidad que 

erradique la segregación escolar; el derecho al empleo digno y a la inclusión sociolaboral; el 

derecho a una vivienda digna que impulse la erradicación total del chabolismo y los asentamientos 

segregados; la protección frente a la pobreza y la exclusión social y la activación socio-laboral; y 

el derecho a la salud, atendiendo a los determinantes sociales y ambientales específicos que 

afectan a las personas gitanas. 

En segundo lugar, establece un sólido marco de tutela antidiscriminatoria y de combate frontal 

contra el antigitanismo. Este bloque normativo blinda los derechos de la ciudadanía gitana en 

ámbitos tan diversos como, entre otros, el acceso a bienes y servicios públicos o privados, la 

vivienda y el empleo, los medios de comunicación, la administración de justicia, las fuerzas y 

cuerpos de seguridad (mediante la prohibición estricta del uso de perfiles étnicos), o el entorno 

digital y la inteligencia artificial (con una prohibición expresa de los sesgos algorítmicos), 

garantizando asimismo la asistencia jurídica especializada para hacer efectivo el derecho a la 

tutela judicial de todas las personas gitanas. 

Por último, institucionaliza el reconocimiento solemne del pueblo gitano, elevando a rango legal la 

protección y puesta en valor de su patrimonio cultural, histórico y lingüístico, y el reconocimiento 

de sus símbolos oficiales, su lengua y sus creencias, así como su aportación a la sociedad 

española, al tiempo que consolida los instrumentos estables de gobernanza participativa y 

coordinación interadministrativa necesarios para su efectividad.  
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En el ámbito legislativo estatal, esta norma complementa y desarrolla la Ley 15/2022, de 12 de 

julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, introduciendo las especificidades 

sectoriales indispensables para abordar la discriminación estructural y el antigitanismo. Asimismo, 

se alinea con la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, en lo relativo a la 

erradicación de asentamientos y garantías de realojo no segregado, e integra los mandatos de la 

legislación de protección a la infancia regulados en la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, aplicados de forma 

específica a la infancia, adolescencia y juventud gitanas. 

En el plano del Derecho de la Unión Europea e internacional, la ley se fundamenta en la Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículo 21), la Directiva 2000/43/CE del 

Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato de las 

personas independientemente de su origen racial o étnico; el Reglamento (UE) 2022/2065 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de Servicios Digitales; y el Reglamento (UE) 2024/1689 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de Inteligencia Artificial, prohibiendo explícitamente los sesgos 

algorítmicos étnicos. Se inspira igualmente en las Recomendaciones de Política General de la 

Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) del Consejo de Europa, 

especialmente la Recomendación n.º 13 sobre la lucha contra el antigitanismo y las 

discriminaciones contra los romaníes/gitanos; en las resoluciones del Parlamento Europeo; en la 

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial 

(CERD) de las Naciones Unidas; y en la doctrina jurisprudencial del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos (TEDH) en materia de escolarización, vivienda y no segregación. 

En el plano del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, esta norma da pleno 

cumplimiento a los compromisos asumidos por España al ratificar tratados fundamentales como 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales. Asimismo, atiende de forma directa a las observaciones finales 

de los comités de la ONU, que han instado reiteradamente a los Estados parte a adoptar marcos 

legislativos integrales para combatir la discriminación en todas sus formas. 

Igualmente, la presente ley traspone al ordenamiento interno la consolidada jurisprudencia del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos en relación con el principio de no discriminación y la 

protección de grupos vulnerables. La jurisprudencia europea ha fijado con claridad que el derecho 

a la igualdad exige no sólo abstenerse de tratos discriminatorios directos, sino también adoptar 

medidas activas para evitar la segregación de hecho en la educación y la vivienda, así como 

investigar y sancionar de manera diligente las graves vulneraciones de derechos motivadas por la 

discriminación. 

De este modo, el edificio jurídico sobre el que se levanta esta ley articula los mandatos 

constitucionales con los estándares internacionales y europeos. Con ello, España consolida una 

arquitectura normativa garantista que sitúa la promoción de la igualdad real, la lucha contra la 

discriminación y el reconocimiento institucional del pueblo gitano como un pilar innegociable del 

Estado social y democrático de Derecho. 

 

V 

La presente ley se estructura en un Título Preliminar, tres Títulos principales comprensivos de un 

Capítulo Preliminar y catorce Capítulos, nueve disposiciones adicionales, una disposición 

derogatoria única y siete disposiciones finales. 

El Título Preliminar («Disposiciones generales», artículos 1 a 10) define el fundamento, 

justificación y objeto de la ley, su ámbito de aplicación personal y territorial, y proclama los 

principios rectores de actuación pública: coordinación, efectividad, igualdad, interculturalidad, 

interseccionalidad, reconocimiento, transversalidad e igualdad de género. Asimismo, regula los 

deberes estatales de protección y amparo, el reconocimiento institucional, las acciones de 

sensibilización, las garantías para la recogida voluntaria y anónima de datos estadísticos 
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desglosados (artículo 8), la colaboración interadministrativa y la garantía de suficiencia 

presupuestaria (artículo 10). 

El Título I («De la promoción del pueblo gitano», artículos 11 a 36) articula las políticas sectoriales 

de convergencia e inclusión a través de un Capítulo Preliminar y seis Capítulos: 

- El Capítulo Preliminar (artículo 11) establece la finalidad de alcanzar la convergencia 

efectiva de indicadores entre la población gitana y el conjunto de la sociedad. 

- El Capítulo I (artículos 12 a 17) garantiza el derecho a la educación inclusiva y de calidad, 

sancionando la segregación escolar, fijando el Plan de Choque por el Éxito Educativo del 

Alumnado Gitano (artículo 15) y promoviendo el acceso a las etapas infantil, 

postobligatoria y de segunda oportunidad. 

- El Capítulo II (artículos 18 a 22) regula el derecho al trabajo en condiciones de dignidad, 

la inclusión en el Sistema Nacional de Empleo, medidas específicas para las mujeres 

gitanas, la protección, profesionalización y armonización de la venta ambulante o no 

sedentaria (artículo 21) y el acceso representativo a la función pública (artículo 22). 

- El Capítulo III (artículos 23 a 25) consagra el derecho a una vivienda digna, la prohibición 

de soluciones segregadas y la declaración de prioridad de interés social para la 

erradicación total de los asentamientos y el chabolismo (artículo 25). 

- El Capítulo IV (artículos 26 a 28) garantiza los derechos a la inclusión social, la lucha 

contra la pobreza infantil, el acceso efectivo al Ingreso Mínimo Vital y rentas mínimas, y 

programas de activación sociolaboral. 

- El Capítulo V (artículos 29 a 32) aborda la equidad en el Sistema Nacional de Salud, con 

atención a las mujeres y niñas, la infancia, la nutrición, la salud mental frente al impacto 

del antigitanismo y el envejecimiento saludable de las personas mayores gitanas. 

- El Capítulo VI (artículos 33 a 36) aplica un enfoque interseccional para la erradicación      

de la discriminación que sufren las mujeres gitanas, estableciendo medidas específicas 

en educación, empleo y protección integral frente a la violencia de género y vicaria. 

El Título II («De la igualdad de trato y de la lucha contra la discriminación y el antigitanismo», 

artículos 37 a 55) estructura las garantías jurídicas protectoras y sancionadoras: 

- El Capítulo I (artículos 37 a 43) consagra la prohibición expresa del antigitanismo y de la 

discriminación estructural (artículo 38), la legitimación activa de entidades para el litigio 

estratégico, la asistencia jurídica gratuita especializada, la capacitación en autodefensa 

de derechos y la formación obligatoria del personal público. 

- El Capítulo II (artículos 44 a 55) detalla las garantías de no discriminación en sectores 

clave: educación, empleo (uso de currículos anónimos), vivienda (prohibición de filtros 

discriminatorios inmobiliarios), salud, medios de comunicación (códigos deontológicos), 

entorno digital e inteligencia artificial (prohibición de sesgos algorítmicos, artículo 49), 

administración de justicia, fuerzas y cuerpos de seguridad (prohibición estricta de perfiles 

étnicos y registros auditables de identificaciones, artículo 51), seguridad privada, servicios 

sociales (protección de la infancia sin sesgos socioeconómicos, artículo 53), oferta pública 

de bienes y servicios, y libertad religiosa y de culto (artículo 55). 

El Título III («Del reconocimiento del pueblo gitano en España», artículos 56 a 75) aborda la 

dimensión institucional, cultural y de planificación: 

- El Capítulo I (artículos 56 a 60) formaliza el reconocimiento solemne del pueblo gitano, 

sus símbolos oficiales (bandera e himno «Gelem, Gelem»), la protección del caló y romaní, 

el reconocimiento de la Iglesia Evangélica Filadelfia y el calendario de conmemoraciones 

oficiales (12 de enero, 8 de abril, 30 de julio y 2 de agosto). 

- El Capítulo II (artículos 61 a 64) declara la cultura gitana como bien de interés cultural y 

social, la vinculación con el flamenco, la integración de la historia gitana en el currículo 

escolar y campañas de sensibilización. 
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- El Capítulo III (artículos 65 y 66) constituye el Instituto de Historia y Cultura del Pueblo 

Gitano como entidad pública. 

- El Capítulo IV (artículos 67 y 68) regula el Consejo Estatal del Pueblo Gitano como órgano 

colegiado de participación. 

- El Capítulo V (artículos 69 y 70) fomenta la participación ciudadana y la representatividad 

institucional proporcional en órganos colegiados. 

- El Capítulo VI (artículos 71 a 75) crea los instrumentos vertebradores de gobernanza: la 

Estrategia Nacional para la Igualdad, Inclusión y Participación 2021-2030, el Fondo Estatal 

para la Promoción y la Igualdad del Pueblo Gitano /artículo 72), el Plan de Desarrollo 

Gitano, la Comisión Interministerial de Coordinación y la Conferencia Sectorial para el 

Pueblo Gitano. 

Las disposiciones adicionales (primera a novena) contemplan medidas complementarias de 

adaptación estatutaria del Instituto de Cultura Gitana; el impulso para la constitución de 

Comisiones permanentes en el Congreso y Senado; el mandato de acometer la modificación de 

la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo; la inclusión de la infancia gitana 

en la Garantía Infantil Europea; la recogida de datos étnicos desglosados por el Instituto Nacional 

de Estadística (INE); la reforma del régimen sancionador de la Ley 15/2022, de 12 de julio, la 

reforma de la legislación de protección de menores, y la inclusión de la diversidad étnica en los 

Planes de Igualdad de las empresas. 

La disposición derogatoria única declara de forma solemne e histórica la derogación general y 

efectúa la anulación de las pragmáticas e instrucciones represivas de los siglos XV a XX, 

destacando la Pragmática de Medina del Campo de 1499, la Real Cédula de 1749 (que ordenó la 

«Gran Redada» del marqués de la Ensenada) y la Pragmática Sanción de 1783. 

Las disposiciones finales (primera a séptima) introducen modificaciones sustantivas en el 

ordenamiento: reforma de la Ley 15/2022, de 12 de julio, en materia de discriminación residencial 

y sesgos de inteligencia artificial (DF 1.ª); modificación de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el 

derecho a la vivienda, introduciendo una nueva disposición adicional séptima sobre garantías de 

realojo no segregado (DF 2.ª); incorporación del artículo 172 quáter al Código Civil prohibiendo 

que el desamparo de menores se funde en pobreza o prejuicios étnicos (DF 3.ª); modificación de 

la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, frente a la violencia en la infancia (DF 4.ª); determinación 

de los títulos competenciales del Estado al amparo del artículo 149.1 CE (DF 5.ª); habilitación 

reglamentaria (DF 6.ª) y entrada en vigor (DF 7.ª).      

VI 

Esta ley busca avanzar en la igualdad, el reconocimiento y la garantía de derechos de las personas 

gitanas, pero supone también un avance en términos de cohesión social y fortalecimiento de 

nuestra democracia. No obstante, a pesar de constituir un indudable avance hacia la igualdad, la 

presente ley tan sólo marca un camino. Corresponde ahora a los poderes públicos garantizar su 

efectividad práctica mediante su desarrollo a través de leyes y normas que concreten y hagan 

aplicables sus disposiciones. Porque, como se ha ido mostrando, las brechas de la desigualdad y 

la discriminación todavía siguen muy presentes, y por ello esta ley es la garantía más sólida de 

los derechos y libertades de la ciudadanía, también de los gitanos y las gitanas.  

El horizonte que queda por recorrer es largo y exige caminar con la misma luz que iluminó en su 

día el espíritu de la aprobación de la Constitución de 1978. Por ello, el trayecto hacia el futuro no 

estará completo hasta alcanzar la aspiración más legítima y pendiente, dando al pueblo gitano el 

lugar que le corresponde: que el pueblo gitano, tras siglos de historia compartida, encuentre por 

fin su plena presencia y su voz reconocida en la propia Constitución, norma fundamental común 

de todos los españoles, y, por tanto, de todas las personas gitanas que han sido, son y serán 

miembros consustanciales de nuestra sociedad. 
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TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

CAPÍTULO I. 

Objeto y ámbito de aplicación 

Artículo 1. Fundamento, justificación y objeto de la ley. 

1. Esta ley se fundamenta en el reconocimiento legal del pueblo gitano en España como parte 

integral y constituyente del pueblo español, que forma parte de su realidad actual y que ha 

contribuido a la conformación de su cultura a lo largo de siglos de convivencia, con pleno respeto 

a las especificidades sociales y culturales que les son propias y que a su vez comparten con todas 

aquellas personas que forman parte del pueblo gitano o romaní en todo el mundo. 

2. Esta ley se justifica en la necesidad de superar las situaciones existentes de desigualdad y 

desventaja que enfrentan las personas gitanas en el ejercicio de sus derechos, en el acceso a  

bienes y servicios básicos, tales como la educación, la sanidad, el empleo o la vivienda, así como 

en el trato que reciben por parte de las instituciones y otras personas físicas o jurídicas, a causa 

de una discriminación social e institucional motivada por su origen étnico que ha mantenido su 

persistencia a lo largo de la historia.  

3. Esta ley tiene por objeto establecer el marco normativo básico para el reconocimiento, la 

igualdad y la promoción del pueblo gitano en España, y en concreto para:  

a) La promoción de las condiciones para la igualdad de oportunidades de las personas 

gitanas, de modo que se garantice el ejercicio efectivo de sus derechos y libertades en los 

términos reconocidos por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, así como su 

participación en todos los ámbitos de la vida política, económica, social y cultural que son 

consustanciales para su plena igualdad social. 

b) La garantía de la igualdad de trato y la no discriminación de las personas gitanas, de modo 

que no puedan sufrir desventajas o tratos ofensivos, vejatorios o que atenten contra su 

integridad, dignidad o derechos, motivados por su origen étnico o por antigitanismo, así 

como la tutela efectiva de sus derechos ante estas situaciones. 

c) El reconocimiento institucional del pueblo gitano  y de su contribución histórica y presente 

en todos los ámbitos de nuestra sociedad y, en particular, al acervo y patrimonio cultural 

y artístico común español. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Son destinatarias de esta ley todas las personas gitanas, entendiendo por tales aquellos que 

son reconocidas como parte del pueblo gitano de acuerdo a sus propios usos y costumbres, con 

arreglo a las especificidades que puedan establecerse normativamente en cada caso. 

2. Son beneficiarias de esta ley todas las personas que integran la sociedad española, en tanto su 

aplicación constituye una garantía para la igualdad de derechos y la inclusión social que redunda 

en mayores cotas de dignidad, justicia, progreso y bienestar social. 

3. Son sujetos obligados de esta ley todos los poderes públicos y todas las administraciones 

públicas, sin perjuicio del ejercicio de sus competencias en sus respectivos ámbitos, así como a 

todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que se encuentren o actúen en territorio 

sujeto a jurisdicción española, en los términos previstos en esta norma y las que se dicten en su 

desarrollo y ejecución. 

CAPÍTULO II. 

Criterios y líneas generales de actuación de los poderes públicos 
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Artículo 3. Principios rectores. 

Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, orientarán sus actuaciones 

en el cumplimiento de esta ley conforme a los siguientes principios rectores: 

1. Coordinación: todas las actuaciones buscarán estar coordinadas entre sí y con las desarrolladas 

por las demás autoridades y administraciones públicas, a fin de garantizar la máxima efectividad 

e impacto de las medidas recogidas en esta ley. 

2. Efectividad: todas las actuaciones estarán orientadas a obtener resultados tangibles que 

contribuyan de forma efectiva a la igualdad del pueblo gitano respecto a la población general, 

debiendo contar con los recursos técnicos y materiales suficientes. 

3. Igualdad: todas las actuaciones estarán orientadas a promover las condiciones para que las 

personas gitanas tengan las mismas oportunidades que la población general y puedan ejercer sus 

derechos en los mismos términos, sin discriminación alguna.  

4. Interculturalidad: todas las actuaciones partirán de la premisa de que la sociedad española es 

diversa e integra diferentes orígenes étnicos y culturales, y que esta diversidad es una riqueza que 

debe ser preservada y fomentada como garantía del derecho de todas las personas al libre 

desarrollo de su personalidad y de la pluralidad que fundamenta nuestra Constitución. 

5. Interseccionalidad: todas las actuaciones asumirán que las desventajas específicas que afectan 

a las personas gitanas se deben a diferentes causas que coinciden y concurren entre sí, y que en 

consecuencia las medidas orientadas a su corrección deben tener un enfoque multidimensional 

para ser realmente efectivas. 

6. Reconocimiento: todas las actuaciones partirán de la consideración de las contribuciones 

fundamentales del pueblo gitano a la sociedad española, a lo largo de la historia y su aportación 

específica motivada por su singularidad étnica, cultural y social, y de que este reconocimiento es 

necesario para garantizar un trato justo, digno y equitativo, promoviendo la plena ciudadanía desde 

la visibilización positiva de su legado. 

7. Transversalidad: todas las actuaciones deberán considerar su afectación sobre la igualdad de 

oportunidades y de trato de las personas gitanas respecto de la población general y su impacto 

en relación al cumplimiento dispuesto en esta ley, evitando que la promoción de la igualdad y la 

lucha contra la discriminación del pueblo gitano sean limitadas a un ámbito sectorial. 

8. Igualdad de género: todas las actuaciones incorporarán de manera transversal la perspectiva 

de género, reconociendo las desigualdades específicas que afectan a las mujeres y niñas gitanas 

como consecuencia de la discriminación múltiple que sufren por razón de género y pertenencia 

étnica, y promoviendo su empoderamiento, participación plena y ejercicio efectivo de derechos en 

condiciones de igualdad con los hombres gitanos, con las mujeres no gitanas y con el conjunto de 

la población. 

Artículo 4. Garantía de la igualdad. 

1. En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, corresponde a los 

poderes públicos garantizar la igualdad plena de las personas gitanas respecto al conjunto de la 

población española, promoviendo las condiciones que hagan efectivo este derecho. 

2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las 

medidas necesarias para remover los obstáculos que impidan o dificulten la plenitud del ejercicio 

de los derechos de las personas gitanas, con el fin de que la igualdad sea real y efectiva en todos 

los ámbitos de la vida política, económica, cultural y social. 

A estos efectos, prestarán especial atención a la dimensión interseccional de la igualdad, 

abordando las situaciones de vulnerabilidad añadida que afectan a las mujeres, la infancia y la 

adolescencia, las personas mayores, las personas con discapacidad y las personas que viven en 
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asentamientos de infravivienda o en otras condiciones socioeconómicas muy vulnerables en el 

seno de la comunidad gitana. 

Artículo 5. Deber de protección y amparo. 

1. Corresponde a los poderes públicos la tutela efectiva de los derechos de las personas gitanas 

reconocidos en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico. Este derecho incluye la facultad 

de hacer valer sus derechos fundamentales y las libertades reconocidas en esta ley ante las 

autoridades gubernamentales, órganos administrativos y tribunales de justicia, sin que en ningún 

caso pueda producirse indefensión motivadas por su origen étnico o por antigitanismo. 

2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantizarán los 

medios de apoyo necesarios para que las personas gitanas puedan ejercer sus derechos. Esta 

garantía, en todo caso, incluirá: 

a) El derecho a recibir información clara y accesible sobre los cauces de denuncia y 

protección ante actos de discriminación, violencia o acoso. 

b) El acceso a servicios de mediación en los procesos administrativos y judiciales, para 

garantizar una interacción efectiva con las instituciones. 

c) El asesoramiento técnico y acompañamiento en la formalización de quejas, reclamaciones 

y demandas. 

3. En los procedimientos relacionados con la vulneración de los derechos reconocidos en esta ley, 

los poderes públicos garantizarán el acceso a la asistencia jurídica gratuita en los términos 

previstos por la normativa vigente. Asimismo, promoverán la especialización de los operadores 

jurídicos en materia de igualdad de oportunidades y de trato y de lucha contra el antigitanismo. 

4. Las autoridades y el personal al servicio de las administraciones públicas adoptarán las medidas 

necesarias para evitar que, en el proceso de tutela de sus derechos, las personas gitanas sufran 

discriminaciones añadidas derivados de prejuicios o sesgos institucionales.  

5. Las entidades dedicadas a la defensa de derechos de las personas gitanas y otras entidades 

de defensa de los derechos humanos estarán legitimadas para la defensa de los derechos 

reconocidos a las personas gitanas en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico.  

A estos efectos, y en los términos que establezcan las leyes procesales, podrán intervenir en los 

procedimientos administrativos y judiciales de protección para coadyuvar en la tutela de los 

derechos particulares que se hubieran visto conculcados y para la promoción general de la 

igualdad de oportunidades y de trato del pueblo gitano. 

Artículo 6. Reconocimiento y apoyo institucional. 

1. Las instituciones del Estado y todas las administraciones públicas, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, reconocerán en sus actuaciones la realidad y la contribución del pueblo 

gitano al conjunto de la sociedad en todas sus dimensiones, así como sus aportaciones históricas 

en la configuración del patrimonio cultural común del pueblo español. 

2. Asimismo, reconocerán en sus actuaciones la discriminación estructural que afecta a las 

personas gitanas motivada por su origen étnico o por antigitanismo, a los efectos de promover las 

medidas que permitan avanzar hacia una igualdad de oportunidad y de trato reales y efectivas, en 

los términos dispuestos en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico. 

3. Los poderes públicos promoverán el apoyo y la colaboración con las entidades dedicadas a la 

defensa de derechos de las personas gitanas como interlocutoras en el diseño y evaluación de las 

políticas que afecten al pueblo gitano, garantizando su participación real y estable. 

Artículo 7. Divulgación y sensibilización. 
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1. Los poderes públicos desarrollarán campañas de sensibilización periódicas dirigidas al conjunto 

de la sociedad para informar sobre las realidades del pueblo gitano en España, sensibilizar sobre 

el antigitanismo y las desventajas que les afectan, poner en valor su contribución presente e 

histórica a la sociedad, y combatir los prejuicios y el discurso de odio, promoviendo una imagen 

realista, positiva, diversa y no estereotipada del pueblo gitano. 

2. A los mismos efectos, las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, fomentarán el conocimiento de la historia y la cultura gitana, entre otros ámbitos, 

en el sistema educativo y en los medios de comunicación de titularidad pública, en los términos 

previstos en esta ley y en la normativa sectorial aplicable. 

Artículo 8. Estadísticas y estudios. 

1. Los poderes públicos promoverán la recogida y el tratamiento de datos desglosados que 

permitan identificar y medir la magnitud de las desigualdades estructurales que afectan al pueblo 

gitano, con el fin de contribuir al diseño, seguimiento y evaluación de políticas públicas eficaces 

orientadas a garantizar la igualdad de oportunidades y la erradicación del antigitanismo. 

2. Toda recogida de datos que directa o indirectamente se refieran a la pertenencia étnica se 

realizará bajo el estricto cumplimiento de las siguientes garantías, que aseguran el respeto a la 

intimidad y la dignidad de las personas que se declaren gitanas: 

a) Anonimato, de forma que el tratamiento de los datos se presente siempre de forma agregada, 

garantizando en todo momento que no sea posible la identificación individual de las personas 

declarantes, de conformidad, en todo caso, con la normativa vigente en materia de protección 

de datos de carácter personal. 

b) Voluntariedad, de forma que ninguna persona pueda ser obligado a declararse como gitana 

ni ser penalizado en modo alguno por no hacerlo. 

c) Autoidentificación, de forma que la pertenencia étnica a efectos de la recogida de datos en 

los términos referidos en este artículo, se determine exclusivamente en función de la 

declaración de la persona, sin que en ningún caso dicha pertenencia pueda producirse por 

asunciones de terceros, o de inferencias a partir de otras declaraciones, o por clasificaciones 

por criterios externos, o por los resultados del estudio. 

3. Las estadísticas obtenidas en los términos previstos en este artículo se deberán utilizar única y 

exclusivamente para fines estadísticos de medición de brechas de desigualdad y lucha contra la 

discriminación. Queda expresamente prohibido el uso de esta información para fines de control, 

vigilancia o para cualquier otra finalidad ajena a la promoción de la igualdad. 

4. El diseño de los criterios de recogida y tratamiento de datos desglosados referidos a la 

pertenencia étnica que se apliquen, de acuerdo con lo previsto en este artículo, en las actuaciones 

del Instituto Nacional de Estadística (INE) o a la Administración General del Estado en el 

desempeño de sus funciones estadísticas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 12/1989, de 9 de 

mayo, de la Función Estadística Pública, y en el resto de la normativa aplicable, se hará contando 

con la participación de las entidades especializadas dedicadas a la defensa de los derechos del 

pueblo gitano, con el objetivo de garantizar el cumplimiento de las garantías previstas en el 

apartado 2, así como de las restantes establecidas en esta Ley. 

Artículo 9. Colaboración entre administraciones públicas. 

1. Sin perjuicio de sus ámbitos de competencia exclusiva, las administraciones públicas 

establecerán los cauces de coordinación y colaboración que sean precisos para garantizar la 

coherencia de las políticas para la igualdad de oportunidades, para la igualdad de trato y no 

discriminación y para el reconocimiento pueblo gitano en todo el territorio. 
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2. A estos efectos, podrán acordar la creación de órganos de coordinación interadministrativa y la 

firma de convenios que permitan la gestión eficiente de los recursos y la complementariedad de 

los diferentes planes estatales, autonómicos y locales de carácter general o sectorial. 

Artículo 10. Suficiencia presupuestaria. 

Los presupuestos de las administraciones públicas consignarán las partidas económicas 

necesarias para el cumplimiento efectivo de los objetivos y medidas previstas en esta ley y en su 

normativa de desarrollo, garantizando la estabilidad y suficiencia de la inversión destinada a la 

igualdad de oportunidades y de trato y el reconocimiento de la población gitana. 

TÍTULO I 

De la promoción del pueblo gitano 

CAPÍTULO PRELIMINAR. 

Igualdad de oportunidades para el pueblo gitano 

Artículo 11. Naturaleza y finalidad. 

1. Las garantías para la promoción del pueblo gitano previstas en este título tienen como objetivo 

alcanzar la convergencia efectiva de los indicadores de la población gitana en respecto a los 

indicadores del conjunto de la población española en todas las dimensiones de la vida social, 

económica, cultural e institucional.  

2. Las actuaciones que desarrollen los poderes públicos para el cumplimiento de estas medidas 

se orientarán a eliminar las brechas de desigualdad y a garantizar que el origen étnico y las 

circunstancias específicas de la población gitana no condicionen el disfrute de los derechos 

fundamentales y libertades públicas ni el acceso, en condiciones de equidad, a los mismos bienes, 

servicios y prestaciones que el conjunto de la población. 

3. Las garantías previstas en este título se justifican en la existencia de situaciones de desigualdad 

estructural que afectan de forma específica o con especial incidencia al pueblo gitano y se 

formulan con el propósito de asegurar el progreso de la comunidad, eliminar los obstáculos que 

impiden su participación plena en la sociedad y garantizar el ejercicio de los derechos 

fundamentales de las personas gitanas en condiciones de igualdad respecto al conjunto de la 

población, de conformidad con lo establecido en la Convención Internacional sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación Racial y el resto de estándares internacionales de derechos 

humanos. 

4. Todas las administraciones públicas, en el ejercicio de sus competencias, integrarán estas 

medidas de forma transversal en sus planes, programas y actuaciones, asegurando la inversión 

necesaria para su efectividad y la evaluación periódica de los indicadores que son objeto de las 

acciones de promoción con el objetivo de medir el avance hacia la igualdad real de la población 

gitana respecto al conjunto de la población 

CAPÍTULO I  

Medidas para garantizar el derecho a la educación del alumnado gitano  

Artículo 12. Garantía del acceso a la educación en condiciones de igualdad. 

1. Todas las personas gitanas tienen derecho a acceder, permanecer y progresar en el sistema 

educativo, en todas sus etapas y modalidades, en condiciones de igualdad efectiva respecto al 

conjunto de la población, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 

de Educación, y en su normativa de desarrollo.  
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2. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias para garantizar este derecho, 

que, de conformidad con lo establecido en el artículo 81 de la citada Ley Orgánica, deberá incluir 

la garantía de una escolarización en las condiciones más favorables de todos los niños y niñas 

cuyas condiciones personales o sociales supongan una desigualdad inicial para acceder a las 

distintas etapas de la educación, de acuerdo con los principios de participación e inclusión, 

asegurando la no discriminación y la no segregación del alumnado. 

3. De conformidad con el mismo precepto legal, está terminantemente prohibida la segregación 

escolar, por considerarse una manifestación de discriminación que vulnera el derecho fundamental 

a la educación consagrado en el artículo 27 de la Constitución y que afecta con especial incidencia 

a las personas gitanas con motivo de su escolarización.  

A estos efectos, se entenderá por segregación escolar toda situación en la que, por acción u 

omisión de los poderes públicos, y de acuerdo con los indicadores estadísticos obtenidos 

respetando las garantías previstas en el artículo 8 de esta Ley, se produzca una concentración 

desproporcionada y sostenida de alumnado gitano en determinados centros o unidades 

educativas sostenidos con fondos públicos, ya sea en relación con la composición social y étnica 

del área de escolarización de referencia o en comparación con la composición de la población 

escolar del conjunto del municipio o territorio considerado.  

En ningún caso esta concentración desproporcionada y sostenida de alumnado gitano en 

determinados centros o unidades educativas podrá justificarse en la existencia de contextos 

residenciales social o étnicamente segregados, debiendo los poderes públicos adoptar en tales 

casos las medidas necesarias para evitarlo y, en su caso, corregirlo. 

4. Igualmente de conformidad con el mismo precepto legal, las administraciones educativas 

deberán incorporar criterios objetivos de prevención de la segregación en la planificación de la 

oferta educativa, en la delimitación de zonas de escolarización, en los procedimientos de admisión 

del alumnado y en los sistemas de adscripción entre centros, así como en la organización interna 

de los propios centros educativos, garantizando que los agrupamientos del alumnado, la 

asignación a grupos, aulas o itinerarios y la adopción de medidas organizativas no den lugar, 

directa o indirectamente, a situaciones de segregación del alumnado gitano.  

5. Corresponde a las administraciones educativas el ejercicio de la función inspectora para 

prevenir, detectar, sancionar y corregir situaciones de segregación en los centros educativos. A 

estos efectos, deberán mantener y actualizar un sistema de indicadores estadísticos de 

segregación, a partir de los criterios comunes que sean acordados por la Conferencia Sectorial de 

Educación, a propuesta del Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes, 

respetando los principios y garantías establecidos en el artículo 8 de esta ley. 

Los centros educativos, o cualesquiera de sus unidades educativas, que, incumpliendo lo 

dispuesto en este artículo, presentaran concentraciones desproporcionadas y sostenidas de 

alumnado gitano, entendiendo por tales aquellos cuyos datos de escolarización resultasen en 

indicadores estadísticos de segregación superiores al 65 por ciento durante tres o más cursos en 

un periodo de cinco cursos, incurrirán en una situación constitutiva de infracción muy grave por 

motivos discriminatorios, en los términos establecidos en el régimen sancionador en la Ley 

15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación. En tales casos, 

además de las sanciones económicas y administrativas que procedan, el órgano sancionador 

competente impondrá como sanción accesoria la clausura del centro educativo, por el tiempo y 

las condiciones que se determinen en la correspondiente resolución sancionadora, procediéndose 

a la reubicación inmediata del alumnado en otras unidades del mismo centro o en otros centros, 

según proceda, atendiendo a sus circunstancias y necesidades específicas y al objetivo de 

garantizar en todo lo posible la continuidad de la escolarización. 

6. Cualquier persona estará facultada para solicitar ante la inspección educativa competente el 

inicio de las actuaciones de inspección conducente a la detección de las situaciones de 

discriminación a las que se refiere este artículo. En caso de constatarse, la inspección educativa 
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deberá instar la apertura ante el órgano sancionador competente del procedimiento sancionador 

por motivos discriminatorios a que se refiere el apartado anterior. Lo mismo procederá, de oficio 

por la propia inspección o a instancia de cualquier persona, cuando los indicadores estadísticos a 

los que se refiere el apartado anterior sean indiciarios de una situación de segregación. 

Cuando los indicadores estadísticos antes mencionados mostraran la existencia de situaciones de 

segregación en un centro educativo sin haberse producido actuaciones por parte de la inspección 

educativa competente, si una persona formulara una solicitud de actuación y ésta no fuera 

atendida, dicha persona estará facultada para interesar el inicio de actuaciones ante la Alta 

Inspección Educativa dependiente del Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes, 

a la que se refiere el capítulo I del Título VII de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 

Educación. De las acciones que inicie la Alta Inspección Educativa de acuerdo con lo previsto en 

este apartado se dará cuenta, en todo caso, a la persona interesada.  

Artículo 13. Garantías del derecho a una educación inclusiva de calidad. 

1. Todas las personas gitanas tienen derecho a una educación inclusiva y de calidad, que deben 

poder disfrutar en condiciones de equidad y atendiendo a las necesidades educativas específicas 

que pudieran derivarse de situaciones de vulnerabilidad socieconómica o motivadas por su 

discriminación estructural, en los términos de la citada Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 

Educación. 

2. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias para garantizar este derecho, de 

acuerdo a lo establecido en la citada Ley Orgánica. A estos efectos, en sus actuaciones en materia 

de educación, deberán considerar los determinantes sociales, económicos, tecnológicos y 

residenciales que puedan dificultar la permanencia y el progreso académico del alumnado gitano 

en situación de vulnerabilidad en todas y cada una de las diferentes etapas de la educación, 

infantil, básica y postobligatoria.  

Asimismo, podrán adoptar las medidas de bonificación y compensación sobre los costes de las 

tasas y de los precios públicos de los servicios de acogida, comedor y transporte, entre otros, o 

sobre los costes de los libros de texto y del material didáctico complementario, así como sobre los 

de cualquier otro concepto que pueda suponer una barrera en el acceso, permanencia o progreso 

del alumnado gitano por motivos económicos. 

3. A los mismos efectos, las administraciones educativas establecerán, de forma obligatoria y con 

financiación estable, las medidas de orientación y apoyo educativo dirigidas a identificar y corregir 

los factores estructurales que generan o discriminación para el alumnado gitano y que operan 

como dificultades o barreras para su éxito educativo, así como acompañar a sus familias para 

asegurar su plena integración durante todas las etapas de la educación. 

Asimismo, promoverán el desarrollo de programas de refuerzo educativo, que podrán incluir el 

acompañamiento en horario no lectivo, y garantizarán su acceso por las personas gitanas, 

pudiendo contar para ello con entidades sociales especializadas con experiencia acreditada en la 

materia. Estos programas podrán incluir el apoyo en tareas escolares, el desarrollo de 

competencias clave, incluida la formación en hábitos de estudio, así como acciones de orientación 

y acompañamiento socioeducativo dirigidas tanto al alumnado como a sus familias, todo ello con 

el fin de favorecer la implicación familiar, la continuidad en la trayectoria educativa y el éxito 

escolar. 

5. Las medidas que impulsen las administraciones públicas, en el marco de sus respectivas 

competencias, atenderán especialmente las circunstancias específicas de las mujeres y las niñas 

gitanas, debiendo abordar expresamente la discriminación interseccional que les afecta tanto por 

su género como por su origen étnico. 

A estos efectos, el diseño de los programas de intervención socioeducativa deberá incorporar de 

manera transversal la perspectiva de género, combatir activamente los estereotipos y roles de 

género y garantizar la participación plena y efectiva de las mujeres y niñas gitanas y de sus 
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familias, favoreciendo su permanencia en el sistema educativo y su éxito escolar, así como el 

desarrollo de su autonomía personal, educativa y profesional. 

6. Las administraciones educativas velarán por que el currículo formativo obligatorio dirigido al 

profesorado y al resto de personal de los centros educativos incorporen contenidos acerca de la 

situación del pueblo gitano, orientados a mejorar su intervención con el alumnado perteneciente a 

esta comunidad, así como a superar estereotipos o prejuicios antigitanos. 

Artículo 14. Garantías para el acceso a la Educación Infantil en condiciones de igualdad. 

1. Todas las niñas y niños gitanos tendrán derecho a acceder al primer y al segundo ciclo de la 

Educación Infantil, en condiciones de igualdad y de acuerdo a los principios de no discriminación 

y no segregación, como medio para para promover al desarrollo físico, afectivo, social y cognitivo 

y artístico del alumnado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12.3 de la Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y con ello, la igualdad de oportunidades del alumnado gitano, 

su inclusión y su éxito educativo, así como para favorecer la conciliación corresponsable de sus 

familias.  

2. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias para garantizar este derecho, que 

podrán incluir la bonificación o compensación del coste de las tasas y precios públicos, incluidas 

las de los servicios de escolaridad, acogida o alimentación, así como las de otros posibles servicios 

complementarios, para garantizar que la falta de recursos económicos suficientes en ningún caso 

suponga una barrera para el acceso a la Educación Infantil del alumnado gitano procedente de 

familias en situación de vulnerabilidad. 

También podrán incluir medidas de acompañamiento especializado que permitan a las familias 

gitanas contar con apoyos durante el proceso de crianza y escolarización inicial, con el objetivo 

de fortalecer las capacidades parentales, proporcionar información sobre las etapas del desarrollo 

infantil y fomentar la vinculación entre la familia, la comunidad y el centro educativo. 

3. Asimismo, los poderes públicos promoverán las medidas necesarias para garantizar el acceso 

efectivo de las familias gitanas a servicios públicos de atención temprana para la detección precoz, 

el diagnóstico y el tratamiento de posibles necesidades especiales o dificultades en el desarrollo 

infantil, en condiciones de igualdad y no discriminación. 

Artículo 15. Garantías para el éxito educativo en la Educación Básica. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las 

medidas necesarias para promover el éxito educativo del alumnado gitano durante la Educación 

Básica, estableciendo como objetivo prioritario la obtención del título de Graduado en educación 

secundaria obligatoria entre el alumnado gitano. 

2. En cumplimiento de la citada Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, las administraciones 

educativas implementarán y financiarán de forma estable programas de refuerzo educativo y 

acompañamiento especializado dirigidos al alumnado gitano y a sus familias, pudiendo contar para 

ello con la colaboración de entidades sociales especializadas en la materia.  

Estas actuaciones de refuerzo educativo deberían desarrollarse prioritariamente fuera del horario 

lectivo, como complemento a la actividad escolar ordinaria y sin carácter sustitutivo de esta, 

garantizando apoyos adicionales para la adquisición de competencias clave y la mejora del 

rendimiento académico. Asimismo, dichas actuaciones podrán extenderse fuera del centro 

educativo, incorporando el entorno familiar y comunitario con el fin de reforzar la continuidad, la 

permanencia y el éxito del itinerario educativo.  

3. Igualmente, en cumplimiento del mismo precepto legal, las administraciones educativas 

fomentarán la implantación de programas de orientación socioeducativa personalizada y acciones 

de mentoría que faciliten el tránsito entre etapas educativas, con especial atención al paso de la 

Educación Primaria a la Educación Secundaria Obligatoria, la finalización de la Educación Básica 
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y la permanencia, la progresión y la continuidad del alumnado gitano en las enseñanzas 

postobligatorias. 

4. El Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes, en coordinación con las 

comunidades autónomas y previa deliberación por la Conferencia Sectorial de Educación, 

elaborará y propondrá para su aprobación por el Consejo de Ministros un Plan de Choque por el 

Éxito Educativo del Alumnado Gitano, que establecerá como objetivo prioritario reducir el fracaso 

escolar de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes gitanos. 

Este Plan de Choque atenderá a los siguientes preceptos: 

a) Su diseño abordará específicamente las desigualdades estructurales del alumnado gitano, 

en particular, su sobrerrepresentación en la tasa de fracaso escolar, así como la brecha 

educativa respecto al conjunto del alumnado, teniendo en cuenta los estudios existentes en 

la materia. 

b) Su contenido incluirá medidas de refuerzo y orientación educativa especializada y adaptada 

a la situación de partida del alumnado gitano, contando con la implicación de sus familias y 

atendiendo a sus circunstancias sociales.  

c) Deberá contar con financiación estable y recursos suficientes y contará con un sistema de 

indicadores de seguimiento, comunes para todas las administraciones educativas, que 

permita evaluar anualmente las tasas de idoneidad, promoción y titulación del alumnado 

gitano en la Educación Básica, permitiendo el ajuste de los recursos y programas en función 

de los resultados obtenidos en cada territorio. 

d) Deberá incorporar objetivos temporales de reducción del fracaso escolar y abandono escolar 

temprano y de incremento de las tasas de titulación del alumnado gitano, así como un sistema 

de evaluación anual de resultados. 

5. Atendiendo a los fines establecidos en este artículo, los centros educativos deberán adoptar las 

medidas necesarias para favorecer la incorporación efectiva de las familias gitanas en la 

comunidad educativa y su participación activa. En particular, deberán establecer los canales de 

comunicación accesibles y adecuados y que las familias dispongan de la información y los apoyos 

necesarios para realizar un seguimiento eficaz del proceso educativo, fomentando su 

corresponsabilidad en el éxito educativo de sus hijas e hijos. 

Artículo 16. Garantías de acceso y permanencia en la educación postobligatoria. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán 

medidas específicas y sostenidas para promover el acceso, la permanencia y el éxito del alumnado 

gitano en las diferentes etapas de educación postobligatoria, en los niveles de bachillerato, 

formación profesional y enseñanzas universitarias. 

2. A estos efectos, las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

impulsarán programas de acompañamiento y apoyo al alumnado gitano en etapas postobligatorias 

y desarrollarán campañas de sensibilización dirigidas a las familias gitanas sobre la importancia 

de la permanencia en el sistema educativo como herramientas de desarrollo y autonomía personal. 

3. Los equipos de orientación de los centros de educación secundaria, a los mismos efectos, 
desarrollarán una labor de apoyo, asesoramiento y seguimiento personalizado del alumnado 

gitano orientada a reforzar sus expectativas educativas, acompañar la toma de decisiones 

académicas y favorecer su continuidad en el sistema educativo y éxito en etapas postobligatorias. 

Artículo 17. Garantías de reincorporación al sistema educativo. 

1. Los poderes públicos promoverán la reincorporación de las personas gitanas al sistema 

educativo en cualquier etapa de su vida a través de programas de segunda oportunidad destinados 

a personas adultas que no completaron sus estudios obligatorios y postobligatorios. 
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2. A estos efectos, las administraciones educativas, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, adaptarán la oferta de los centros de educación 

de personas adultas para responder a las necesidades y realidades de la población gitana y 

desarrollarán itinerarios formativos que contemplen expresamente las circunstancias y 

necesidades específicas de las mujeres gitanas y la discriminación interseccional que les afecta.  

CAPÍTULO II 

Medidas para garantizar un empleo de calidad a las personas gitanas 

Artículo 18. Derecho al trabajo en condiciones de igualdad y no discriminación. 

Todas las personas gitanas tienen derecho al trabajo en condiciones de igualdad, dignidad y no 

discriminación, de conformidad con lo previsto en los artículos 14 y 35 de la Constitución y en el 

artículo 4 del Estatuto de los Trabajadores. Los poderes públicos promoverán las condiciones para 

garantizar este derecho, que incluirán las necesarias para la inclusión efectiva de las personas 

gitanas en el empleo, removiendo los obstáculos que impidan su acceso, permanencia y 

promoción profesional, así como el ejercicio de los derechos que tienen reconocidos las personas 

trabajadoras en virtud del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y el resto del ordenamiento jurídico. 

Artículo 19. Promoción del empleo de las personas trabajadoras gitanas. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, impulsarán 

planes, programas y actuaciones para promover el acceso al empleo y las condiciones laborales 

de las personas gitanas, tanto por cuenta propia como ajena, con medidas orientadas a la mejora 

de su empleabilidad, en términos de formación, competencias y experiencias, y de sus condiciones 

en el acceso, permanencia y promoción en el empleo, garantizando en todos los casos la ausencia 

de cualquier sesgo o práctica discriminatoria. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo, el Sistema Nacional 

de Empleo integrará de manera transversal y estructural la consideración de las circunstancias 

sociales y culturales y las necesidades específicas de la población gitana, considerando las 

desventajas estructurales que históricamente han encontrado en su incorporación al empleo 

formal y para su permanencia y promoción profesional. 

A estos efectos, los servicios públicos de empleo, en colaboración con las entidades 

especializadas en esta materia, definirán itinerarios sociolaborales integrados que contemplarán 

las necesidades específicas de las personas trabajadoras gitanas en situación de desempleo, 

especialmente aquellas en situación de exclusión severa. Estos itinerarios incluirán, además de 

medidas de orientación, intermediación y colocación laboral, medidas de formación profesional y 

de acompañamiento social y familiar, pudiendo recabar para este cometido la colaboración con 

las entidades sociales especializadas. 

3. Los planes de diversidad previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 15/2022, de 12 

de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, deberán abordar la realidad y las 

circunstancias específicas de las personas gitanas, así como la prevención y eliminación de la 

discriminación y el acoso discriminatorio motivado por el origen étnico o por antigitanismo. 

4. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, impulsarán 

programas de sensibilización para las empresas orientados a la detección y la captación de talento 

entre la población gitana y a combatir los estereotipos y prejuicios que todavía persisten en 

relación con el empleo o el desempeño profesional de este colectivo. 

Asimismo, promoverán la participación de las entidades sociales especializadas en la atención a 

las personas gitanas dada su consideración como colectivo prioritario de conformidad con lo 

previsto en el artículo 50 de la citada Ley 3/2023, de 28 de febrero, especialmente aquellas que 

cuenten con experiencia acreditada en la gestión de programas de inserción sociolaboral, en el 
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diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas de empleo dirigidas de forma 

específica a la población gitana. 

Artículo 20. Medidas específicas para la incorporación laboral de las mujeres gitanas. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, y, en particular, 

los servicios públicos de empleo, integrarán de forma transversal y obligatoria la perspectiva de 

género y la especificidad de la interseccionalidad que afecta a las mujeres gitanas en todas sus 

políticas, planes y programas de fomento del empleo.  

2. El diseño de los itinerarios personalizados tendrán en cuenta las circunstancias y necesidades 

específicas de las mujeres gitanas para asegurar la eficacia de la inserción sociolaboral.  

Con la misma finalidad, estos itinerarios contemplarán medidas de acompañamiento integral; 

programas de adquisición de competencias de empleabilidad y de formación para el empleo que 

busquen corregir la segregación ocupacional y favoreciendo el acceso a empleos de calidad; y 

acciones de prospección e intermediación con el tejido empresarial para evitar sesgos de género 

y etnia en los procesos de selección y contratación. 

3. El Ministerio de Trabajo y Economía Social y el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 

Migraciones, en coordinación con las comunidades autónomas a través de la Conferencia 

Sectorial de Empleo, establecerán sistemas que permitan medir la reducción de la brecha de 

actividad y ocupación de las mujeres gitanas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa 

vigente en materia de protección de datos, así como evaluar el impacto real de las medidas de 

fomento del emprendimiento en su autonomía personal y familiar. 

Artículo 21. Promoción y protección de la venta ambulante o no sedentaria. 

1. Se reconoce la venta ambulante o no sedentaria como una actividad económica tradicional y 

de dinamización comercial que resulta especialmente prevalente entre la población gitana y que, 

como tal, contribuye de forma significativa a su empleo y a la convivencia intercultural. 

2. Teniendo en consideración este reconocimiento, las administraciones públicas, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, promoverán las medidas necesarias para la viabilidad, 

modernización y profesionalización del sector de la venta ambulante o no sedentaria, que incluirán, 

entre otras:  

a) La garantía de condiciones adecuadas para su ejercicio, incluyendo infraestructuras dignas 

en los espacios cedidos para la instalación de puestos de mercado. 

b) La digitalización de los procesos de gestión y el fomento de medios de pago electrónicos. 

c) La estabilidad de las autorizaciones municipales para reforzar la inversión y la seguridad 

laboral de los comerciantes. 

d) La asequibilidad de las tasas municipales para favorecer el ejercicio de esta actividad. 

e) La accesibilidad de las zonas destinadas a la venta ambulante, velando por que se 

encuentren dentro de los núcleos urbanos y garantizando el pleno acceso a los servicios 

necesarios para un correcto desempeño de esta actividad. 

f) Los incentivos específicos y bonificaciones en la cotización de la Seguridad Social de las 

personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas, incluidos los familiares colaboradores 

de estos trabajadores a los que se refiere el artículo 305.2.k) del texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 

octubre, en particular entre aquellas que sean personas mayores con el objetivo de promover 

su transición digna hacia la jubilación. 

g) El establecimiento de medidas transitorias y compensatorias que permitan una progresiva 

adecuación del parque móvil de las personas que ejercen la venta ambulante a las 
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ordenanzas medioambientales y a las restricciones de movilidad establecidas por las Zonas 

de Bajas Emisiones (ZBE) que se encuentren en vigor.  

3. Asimismo, las administraciones públicas impulsarán la armonización de las ordenanzas 

municipales reguladoras de la venta ambulante o no sedentaria, con el fin de simplificar los 

procedimientos administrativos asociados al ejercicio de esta actividad.  

En particular, el Ministerio de Trabajo y Economía Social elevará a la Conferencia Sectorial para 

Asuntos Locales una propuesta de armonización, elaborada de acuerdo con los términos previstos 

en este artículo, conjuntamente con el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, con 

la participación de las comunidades autónomas, las entidades locales y las entidades dedicadas 

a la defensa de los derechos de las personas gitanas. La propuesta, además de las circunstancias 

y necesidades propias de la venta ambulante o no sedentaria, atenderá también a la especial 

incidencia de la misma en el empleo de la población gitana. 

Artículo 22. Medidas para incentivar la incorporación de las personas gitanas en el empleo 

público. 

1. Las instituciones y las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán las medidas necesarias para hacer efectiva la igualdad de oportunidades de las 

personas gitanas en el acceso al empleo público en general y en la incorporación en la función 

pública en todos sus niveles y cuerpos en particular, con el objetivo de que su participación sea 

representativa de la realidad diversa de la sociedad española. 

2. A estos efectos, las administraciones públicas asegurarán que los programas de becas y ayudas 

económicas para la preparación de oposiciones y de procesos de selección en el empleo público 

que gestionen consideren en su diseño las circunstancias específicas de la población gitana, con 

el fin de prevenir posibles o desventajas que puedan afectar de manera específica o con especial 

incidencia a este grupo de población en su acceso al empleo público. 

3. Asimismo, las administraciones públicas impulsarán planes de captación de talento y 

sensibilización dirigidos específicamente a la población gitana para incentivar su acceso a la 

función pública, incluidos, por su especial relevancia institucional y para la igualdad de 

oportunidades y la promoción del pueblo gitano, al Poder Judicial y la Fiscalía, las fuerzas y 

cuerpos de seguridad y las Fuerzas Armadas, así como a la profesión pública docente. 

CAPÍTULO III 

Medidas para garantizar el derecho a una vivienda digna  

de las personas gitanas 

Artículo 23. Garantías del derecho a una vivienda digna, adecuada y asequible. 

Todas las personas gitanas tienen derecho a  una vivienda digna, adecuada y asequible, en 

condiciones de igualdad y no discriminación respecto al conjunto de la población, como pilar 

fundamental para su inclusión social y el ejercicio de sus derechos fundamentales, de conformidad 

con lo establecido en artículo 47 de la Constitución española, en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, 

por el derecho a la vivienda, y en el resto del ordenamiento jurídico. 

Artículo 24. Garantía del derecho de acceso a la vivienda en condiciones de igualdad. 

1. Los poderes públicos velarán por la igualdad de oportunidades de las personas gitanas en el 

acceso a la vivienda, en las mismas condiciones que el conjunto de la población, evitando que 

puedan generarse situaciones de discriminación o segregación residencial o comunitaria.  

2. A estos efectos, promoverán una distribución territorial equilibrada que favorezca la inclusión 

social y la cohesión en comunidad, evitando la concentración de la población gitana en entornos 

vulnerables o segregados de los núcleos urbanos y la creación de barreras simbólicas, físicas o 
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económicas que puedan perpetuar la estigmatización del territorio, limitando de forma estructural 

la movilidad social, el acceso equitativo a bienes y servicios básicos o el ejercicio efectivo de los 

derechos reconocidos por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. 

3. Se prohíbe la implementación de soluciones habitacionales, ya sean temporales o permanentes, 

que, por su ubicación o diseño, directa o indirectamente generen o consoliden procesos de 

segregación residencial o comunitaria de personas y familias gitanas motivadas por su origen 

étnico o por antigitanismo, en los términos antes referidos. 

Artículo 25. Erradicación de los asentamientos segregados y la infravivienda. 

1. Se declara como prioridad de interés social la erradicación total, urgente y definitiva de los 

asentamientos segregados y de las situaciones de chabolismo y de infravivienda existentes en 

territorio español, como manifestaciones extremas de exclusión social, desigualdad estructural y 

discriminación residencial y comunitaria, incompatibles con los principios y garantías 

constitucionales y que afectan de manera especialmente prevalente a la población gitana, siendo 

su resolución imprescindible para la garantía de una igualdad social plena y efectiva. 

A estos efectos, de acuerdo con la definición de las Conclusiones del Consejo Europeo sobre 

medidas para garantizar el acceso igualitario de la población gitana a una vivienda adecuada y no 

segregada, y para abordar la cuestión de los asentamientos segregados, aprobadas el 9 de 

octubre de 2023, tendrán la consideración de asentamientos segregados o chabolistas todos los 

barrios marginales y los asentamientos de infravivienda de naturaleza informal y estable, con 

aislamiento físico, funcional o social, en los que las condiciones objetivas relacionadas con la 

vivienda, la pobreza y el acceso a los derechos y a los servicios públicos son significativamente 

peores en comparación con el resto de la población. 

2. En particular, en ejercicio de las funciones de planificación general y coordinación y de garantía 

de igualdad de derechos de la ciudadanía en todo el territorio español que corresponden a la 

Administración General del Estado de acuerdo con la Constitución, el Gobierno de España 

impulsará, en el marco del Plan Estatal de Vivienda, las líneas de actuación, que sean precisas 

para la erradicación de los asentamientos segregados y la infravivienda, con sus medidas 

respectivas, plan de seguimiento y presupuesto asociado, dotadas de los recursos económicos y 

técnicos necesarios para garantizar además del realojo en entornos no segregados, el 

acompañamiento social a lo largo de todo el proceso, y cofinanciará las actuaciones que sean 

desarrolladas por las comunidades autónomas y las entidades locales.  

Corresponderá al Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana impulsar la ejecución de estas líneas 

de actuación para asegurar el cumplimiento del objetivo de erradicación de la infravivienda y el 

chabolismo, con el concurso, la cooperación y la coordinación de todas las administraciones 

públicas competentes, en su caso, a través de la Conferencia Sectorial de la Vivienda.  

3. En los procesos de intervención y realojo que se lleven a cabo en cumplimiento de los objetivos 

y finalidades previstos en este artículo, las administraciones públicas atenderán a los principios y 

garantías previstos en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, y en particular en lo establecido en su 

disposición adicional séptima.  

CAPÍTULO IV. 

Medidas para garantizar los derechos a la inclusión social y a los ingresos 

mínimos de las personas gitanas 

Artículo 26. Derecho a la inclusión social y garantías para combatir la pobreza. 

1. Se reconoce el derecho a la inclusión social, como derecho a recibir los apoyos y el 

acompañamiento personalizado orientado a la inclusión plena y efectiva en la sociedad, en todas 

sus dimensiones, de modo que todas las personas obtengan las posibilidades y los recursos 
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necesarios para participar plenamente en la vida económica, social y cultural, y que disfruten de 

un nivel de vida y bienestar adecuado. 

2. A estos efectos, los poderes públicos promoverán activamente las condiciones necesarias para 

garantizar la suficiencia económica de la población gitana, impulsando su plena participación en 

el tejido productivo y social como base de su autonomía personal y familiar. Sus actuaciones 

estarán dirigidas a asegurar el acceso efectivo de las personas gitanas, en condiciones de 

igualdad con el resto de la población, a los bienes y servicios básicos que permitan la cobertura 

de las necesidades vitales propias y de las personas a su cargo, garantizando los estándares de 

bienestar necesarios para una vida digna y para su libre desarrollo personal. 

2. Asimismo, implementarán medidas específicas para reducir la intensidad y la extensión de la 

pobreza entre la población gitana, a fin de mejorar sus indicadores en estas dimensiones para 

que, al menos, converjan con los del conjunto de la población. Estas actuaciones tendrán en 

cuenta de forma prioritaria las causas estructurales y los efectos multidimensionales que 

condicionan las circunstancias socioeconómicas de las personas gitanas. 

3. Igualmente, otorgarán una atención preferente a la infancia gitana, reconociendo que la pobreza 

infantil constituye un obstáculo trascendental para el desarrollo pleno de la persona y sus 

posibilidades de movilidad social. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, garantizarán que los niños y niñas gitanas tengan garantizada la cobertura de sus 

necesidades básicas, el acceso efectivo a servicios básicos de calidad, a una nutrición saludable 

y a entornos de vida dignos. 

4. Todas las estrategias de lucha contra la pobreza incorporarán indicadores de seguimiento 

específicos que permitan medir su evolución en la población gitana, con el fin de evaluar 

anualmente el impacto de las políticas previstas en esta ley y su normativa de desarrollo y asegurar 

la convergencia con los niveles de bienestar del conjunto de la población española. 

Artículo 27. Derecho a prestaciones e ingresos mínimos. 

1, Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las 

medidas necesarias para garantizar el acceso efectivo de las personas gitanas, en condiciones de 

igualdad, al ingreso mínimo vital, regulado en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, a las rentas 

mínimas gestionadas por las diferentes comunidades autónomas y a cualesquiera otras 

prestaciones económicas de protección social a las que tengan derecho. 

2. A estos efectos, proveerán el asesoramiento técnico y la asistencia necesaria para la tramitación 

de las solicitudes, eliminando requisitos documentales que no se ajusten a la realidad de personas 

solicitantes en situaciones de especial vulnerabilidad, incluidas aquellas en situación de exclusión 

residencial o falta de empadronamiento. Para el cumplimiento de estos objetivos, podrán recabar 

la colaboración de las entidades dedicadas a la defensa de derechos de las personas gitanas, en 

particular de aquellas con experiencia acreditada en la gestión de programas de inclusión social, 

así como de las entidades sociales especializadas. 

3. Para evitar que las barreras administrativas o las carencias tecnológicas de los potenciales 

solicitantes impidan la eficacia de estas garantías, los organismos públicos que gestionen estas 

prestaciones sociales realizarán las actuaciones para remover los obstáculos que sean precisas, 

identificando los factores que pueden incidir negativamente en la solicitud de la ayuda o su 

mantenimiento por parte de las personas o unidades de convivencia que reúnan los requisitos 

exigidos en cada caso, y entre ellos, aquellos que afecten con mayor prevalencia a las personas 

gitanas dadas sus circunstancias específicas. 

Artículo 28. Medidas de activación para la inclusión educativa y sociolaboral. 

1.Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán, a 

fin de dar efectivo cumplimiento al derecho a la inclusión social contemplado en el artículo 26 

anterior, programas de activación para el empleo dirigido a personas en situación de 
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vulnerabilidad, que en su diseño deberán atender a las circunstancias y necesidades específicas 

de las personas gitanas, con el objetivo de promover la reducción de las brechas de actividad, 

ocupación y desempleo en este grupo de población, al menos, hasta alcanzar la convergencia de 

sus indicadores en materia de formación y empleo con los del conjunto de la población.  

2. Estos programas combinarán la percepción de prestaciones sociales que perciban sus 

beneficiarios con itinerarios personalizados de inserción formativa y laboral, así como con el 

acceso de las personas menores a su cargo a programas y acciones de apoyo y refuerzo 

educativos. 

CAPÍTULO V.  

Medidas para garantizar el derecho a la salud y a los servicios sanitarios por parte 

de las personas gitanas 

Artículo 29. Derecho a la protección de la salud y equidad en el acceso. 

1. Todas las personas gitanas tienen derecho a acceder a una atención sanitaria integral y a la 

protección de su salud en condiciones de igualdad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

43 de la Constitución, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y la Ley 16/2003, de 28 

de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, así como con el resto de la 

normativa estatal y autonómica que resulte de aplicación. Todo ello con el objetivo prioritario de 

mejorar sus indicadores en salud, bienestar y calidad de vida de modo que, como mínimo, 

converjan con los del conjunto de la población. 

2. A estos efectos, las administraciones sanitarias, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

adoptarán las medidas necesarias para garantizar la equidad efectiva en el acceso a los servicios 

y prestaciones del Sistema Nacional de Salud, tanto en la atención primaria, como en el acceso a 

especialidades y la atención hospitalaria, eliminando las barreras estructurales, económicas, 

geográficas, administrativas o culturales que puedan dificultar dicho acceso para las personas 

gitanas atendiendo a sus circunstancias específicas. 

Artículo 30. Acceso efectivo a la salud para las mujeres y niñas gitanas. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, integrarán de 

manera transversal y obligatoria un enfoque interseccional y de género en todas sus políticas, 

planes estratégicos y actuaciones asistenciales. A estos efectos, promoverán las condiciones 

orientadas a erradicar las situaciones de inequidad, reducir la brecha en la esperanza de vida y 

neutralizar el impacto que la discriminación estructural y el antigitanismo ejercen sobre la salud 

física y mental de las mujeres y niñas gitanas. 

2. Las administraciones sanitarias garantizarán el acceso equitativo, efectivo y sin sesgos a una 

atención ginecológica y obstétrica de calidad. A tal efecto, los protocolos clínicos y la práctica 

profesional asegurarán: 

a) El acceso a programas completos de planificación familiar, prevención de infecciones de 

transmisión sexual y detección precoz de cánceres ginecológicos, adaptando las estrategias 

de cribado para maximizar la participación comunitaria. 

b) Una atención perinatal digna y respetuosa, erradicando cualquier manifestación de violencia 

obstétrica, juicios de valor o estereotipos basados en la etnia o la edad de la paciente. 

c) El pleno respeto a la autonomía de las mujeres gitanas en la toma de decisiones sobre sus 

cuerpos y sus procesos reproductivos, garantizando el consentimiento informado de forma 

accesible, transparente y confidencial. 

3. Los servicios públicos de salud incorporarán la perspectiva del impacto psicológico derivado de 

la discriminación, incluida la interseccional, en sus servicios de salud mental. A tal efecto, 

promoverán recursos de apoyo psicológico de proximidad para prevenir y tratar la prevalencia de 
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trastornos de ansiedad, depresión o sufrimiento psíquico en las mujeres gitanas, vinculados a 

situaciones como la sobrecarga de cuidados y a la exclusión social. 

4. Los planes de formación continua del personal sanitario y no sanitario de los centros de salud y 

hospitales incluirán de forma obligatoria contenidos sobre competencia cultural y sensibilización 

contra la discriminación interseccional, orientados a identificar y corregir prejuicios inconscientes 

que deriven en un trato despectivo o condescendiente  hacia las mujeres gitanas, y de 

comunicación clínica para que las barreras terminológicas o de alfabetización sanitaria no limiten 

la comprensión de los diagnósticos y tratamientos por parte de las pacientes. 

Artículo 31. Protección de la salud infantil y juvenil y promoción de una nutrición y unos 

hábitos saludables. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, impulsarán las condiciones 

necesarias para la promoción y la atención de la salud de la infancia, la adolescencia y la juventud 

gitana en condiciones de igualdad.  

2. A estos efectos, las administraciones sanitarias incorporarán en el diseño de sus planes de 

salud infantil y juvenil las circunstancias y las necesidades específicas de la población gitana, a fin 

de garantizar una adecuada atención pediátrica y su acceso a las revisiones obligatorias que 

establezcan los respectivos servicios públicos de salud.  

Asimismo, promoverán los programas de detección y atención temprana de problemas de 

desarrollo en las primeras etapas infantiles, de manera que se garantice el diagnóstico y el 

tratamiento más adecuado en cada caso a través del acceso a recursos especializados.  

3. Los programas de educación y salud alimentaria y nutricional atenderán a estas circunstancias 

específicas sociales y culturales de las personas gitanas y a los determinantes sociales de su 

salud más relevantes, con el objetivo de prevenir la obesidad, la diabetes y otras enfermedades 

metabólicas con mayor incidencia en la población infantil y juvenil gitana. 

4. Asimismo, las administraciones sanitarias fomentarán la práctica de actividad física y el deporte 

y la prevención de las adicciones, con o sin sustancias, incluyendo los usos inadecuados de 

Internet y las redes sociales, mediante estrategias de base comunitaria dirigidas a la población 

gitana, pudiendo recabar para este fin la colaboración de las entidades sociales especializadas 

que trabajan de forma directa con las comunidades gitanas. 

Artículo 32. Protección de la salud de las personas mayores y envejecimiento saludable.  

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, integrarán la 

perspectiva y las circunstancias sociales y culturales específicas de las personas mayores gitanas 

en los planes, programas y actuaciones para la atención de la salud y la promoción de la 

autonomía personal y para la detección temprana de situaciones de dependencia, así como para 

el fomento de un envejecimiento activo y saludable. 

2. A estos efectos, establecerán medidas para combatir la soledad no deseada y garantizar el 

acceso de las personas mayores gitanas a los recursos del Sistema para la Autonomía y la 

Atención a la Dependencia reconocidos por Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la 

autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, y por el resto de la 

normativa estatal y autonómica que resulte de aplicación, en condiciones de igualdad y de respeto 

a su entorno familiar y cultural, previniendo y corrigiendo posibles situaciones de discriminación 

motivadas por el origen étnico o el antigitanismo. 

CAPÍTULO VI. 

Medidas para garantizar la igualdad de las mujeres y de las jóvenes, las 

adolescentes y las niñas gitanas 

Artículo 33. Transversalidad y enfoque interseccional en las políticas de igualdad  
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1. Los poderes públicos garantizarán que las circunstancias específicas de las mujeres y de las 

jóvenes, adolescentes y niñas gitanas estén plenamente integradas en todas las políticas de 

igualdad de oportunidades previstas en esta ley y en las que se dispongan para su ejecución y 

desarrollo, considerando la discriminación múltiple que enfrentan por ser mujeres y, en su caso, 

jóvenes, adolescentes o niñas, y por ser gitanas. 

Esta integración se realizará mediante un enfoque interseccional que reconozca la concurrencia 

de factores étnicos y de género como generadores de barreras singulares de desigualdad y la 

existencia de una discriminación específica en el que convergen actitudes discriminatorias 

motivadas por el origen étnico y el género, generando un fenómeno singular que afectan de 

manera específica a las mujeres gitanas y que, en el caso de las jóvenes, adolescentes y niñas 

gitanas, también confluyen de forma singular actitudes discriminatorias por razón de edad. 

2. Asimismo, las políticas de igualdad entre mujeres y hombres y el resto de actuaciones que 

incorporen una perspectiva de género deberán integrar de forma transversal las circunstancias 

sociales y culturales y la interseccionalidad específica que afecta a las mujeres y a las jóvenes, 

adolescentes y niñas gitanas. 

Artículo 34. Medidas adaptadas en el ámbito de la educación. 

1. Los poderes públicos implementarán medidas específicas para garantizar que las niñas y 

jóvenes gitanas completen todas las etapas educativas con éxito, con el objetivo de mejorar 

progresivamente sus tasas de titulación, permanencia y progreso en el sistema educativo, al 

menos, hasta alcanzar la convergencia plena con las tasas del conjunto de la población. 

2. A estos efectos, las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán expectativas académicas elevadas y de referentes propios para romper con los 

sesgos de género y de origen étnico; fomentarán la permanencia en la educación secundaria y 

postobligatoria, incentivando el acceso a titulaciones y profesiones que han estado 

tradicionalmente masculinizadas; y establecerán las medidas de apoyo precisas para la 

conciliación corresponsable del estudio con las responsabilidades familiares. 

Artículo 35. Medidas adaptadas en el ámbito del empleo. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán 

programas de inserción y promoción profesional adaptados a la realidad de las mujeres gitanas, 

favoreciendo tanto el empleo por cuenta ajena como el emprendimiento y el autoempleo como 

fórmulas de autonomía personal y económica. 

2. Al objeto de favorecer su permanencia en el empleo y su promoción profesional, y su igualdad 

de oportunidades tanto en relación con los varones gitanos como con las mujeres del conjunto de 

la población, los poderes públicos promoverán las medidas para hacer efectiva la conciliación de 

la vida laboral, familiar y personal de las mujeres gitanas, entre otras, a través de la promoción de 

la corresponsabilidad familiar. 

Artículo 36. Protección y prevención frente a la violencia de género. 

1. Las políticas de prevención y protección integral frente a la violencia de género incorporarán 

medidas específicas adaptadas a la realidad social y cultural de las mujeres y niñas gitanas, en 

coherencia con los ejes del Pacto de Estado contra la Violencia de Género. Se incluyen en todo 

caso las que se desarrollen en virtud de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 

de Protección Integral contra la Violencia de Género y de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 

de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. 

2. Los poderes públicos garantizarán que los recursos de acogida, atención y asesoramiento sean 

plenamente accesibles para las mujeres y niñas gitanas, eliminando cualquier barrera de acceso 

derivada del prejuicio o la falta de conocimiento de su realidad social o cultural.  
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A estos efectos, proporcionará formación especializada a los profesionales de la red de servicios 

sociales y recursos de emergencia social, sanitarios, policiales y judiciales sobre la especificidad 

de la violencia de género y vicaria que sufren las mujeres y niñas gitanas.  

Asimismo, se fomentará el diseño de protocolos de prevención, detección temprana y actuación 

que garanticen la seguridad, la confidencialidad y la denuncia segura por parte de las víctimas, 

atendiendo a su estructura familiar y social. 

 

TÍTULO II 

De la igualdad de trato y de la lucha contra la discriminación y el 

antigitanismo  

CAPÍTULO I.  

Medidas generales de protección y reparación 

Artículo 37. Derecho a la igualdad de trato y deber de protección. 

1. Todas las personas gitanas tienen derecho a la igualdad de trato y a la no discriminación por 

razón de su origen étnico o por cualquier otra circunstancia personal, social o cultural, de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 14 de la Constitución y en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para 

la igualdad de trato y la no discriminación 

2. Los poderes públicos promoverán las condiciones y adoptarán las medidas para garantizar este 

derecho. En particular, tienen el deber de prevenir, eliminar y reparar cualquier situación de 

discriminación y de antigitanismo, inclusive aquellas situaciones derivadas de la discriminación 

estructural resultante del conjunto de desigualdades persistentes derivadas de factores históricos, 

sociales e institucionales. 

Artículo 38. Prohibición del antigitanismo y de la discriminación estructural. 

1. Los poderes públicos velarán por la prevención, detección, sanción y reparación de cualquier 

manifestación de antigitanismo, incluyendo entre ellas cualquiera que, por acción u omisión, tenga 

por objeto o por resultado vulnerar la dignidad de las personas gitanas o crear un entorno 

intimidatorio, hostil, degradante u ofensivo.  

A estos efectos, de acuerdo con la Recomendación de política general nº13 de la Comisión Europa 

contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) sobre la lucha contra el antigitanismo y las 

discriminaciones contra los romaníes/gitanos, se considera el antigitanismo una forma específica 

de racismo que sufren las personas gitanas, sustentada en una ideología basada en la 

superioridad racial y que supone una forma de deshumanización y de racismo institucional 

alimentado por una discriminación histórica, que se manifiesta, entre otras cosas, por la violencia, 

el discurso de odio, la explotación y la discriminación hacia la población gitana.  

2. Asimismo, velarán por la prevención, detección, sanción y reparación de cualquier 

manifestación de discriminación estructural que puedan sufrir las personas gitanas. Se entenderán 

por tales cualquier situación de desigualdad, desventaja o exclusión que experimentan las 

personas gitanas como consecuencia de un patrón histórico y sistémico de marginación, y que se 

manifiestan a través de un conjunto de normas, políticas, prácticas institucionales, sesgos 

culturales y comportamientos sociales que, aun pudiendo presentarse bajo una apariencia de 

neutralidad, o aun siendo conscientes o no deliberados, interactúan entre sí para producir un 

impacto negativo acumulativo y persistente. 

Esta discriminación estructural trasciende el acto discriminatorio individual y se caracteriza por la 

existencia de barreras implícitas o inercias en el funcionamiento de las instituciones, de las 

empresas y de otras entidades económicas y sociales que impiden el acceso efectivo a derechos, 

recursos y oportunidades, perpetuando la posición de vulnerabilidad del grupo y dificultando su 

plena participación en los ámbitos político, económico, social y cultural. 
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Artículo 39. Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato. 

1. Se reconoce la legitimación activa de las entidades dedicadas a la defensa de los derechos de 

las personas gitanas, en virtud de la cual dichas entidades, en los términos previstos por las leyes 

procesales, podrán intervenir en defensa de los intereses de las personas afectadas en procesos 

judiciales ante casos de violencia o de odio o de discriminación de cualquier tipo motivada por el 

origen étnico o por antigitanismo, tanto en procedimientos individuales con autorización de la 

víctima como en procesos colectivos o difusos. 

2. Las administraciones públicas, en el marco de sus respectivas competencias, impulsarán la 

realización de litigios estratégicos destinados a luchar contra la discriminación motivada por el 

origen étnico y el antigitanismo y a generar jurisprudencia que fortalezca la protección del derecho 

a la igualdad y la no discriminación de la población gitana, y apoyarán aquellos que sean 

impulsados por las entidades dedicadas a la defensa de sus derechos. 

Artículo 40. Atención y asesoramiento jurídico especializado. 

1. Las personas que sean víctimas de conductas discriminatorias o de acoso, o de delitos de odio 

o violencia motivados por su origen étnico o por antigitanismo, tendrán derecho a la asistencia 

jurídica gratuita de acuerdo con la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, y su 

normativa de desarrollo, con independencia de sus recursos económicos.  

2. Las administraciones de Justicia impulsarán la creación de turnos de oficio especializados en 

igualdad de trato y no discriminación dentro de los colegios de la abogacía, con formación 

específica en la realidad sociohistórica y cultural del pueblo gitano para asegurar una defensa 

técnica de calidad y libre de sesgos que garantice el derecho a la tutela judicial efectiva.  

3. Asimismo, adoptarán protocolos específicos para evitar la victimización secundaria en todos los 

servicios de atención. Los profesionales velarán por que la víctima no sea sometida a 

interrogatorios innecesarios, juicios de valor basados en estereotipos o trámites reiterativos que 

incrementen el trauma del incidente discriminatorio. 

Artículo 41. Capacitación en la defensa de los propios derechos. 

Los poderes públicos promoverán la capacitación jurídica de las personas gitanas en la lucha 

contra la discriminación y el antigitanismo, con el objetivo de fortalecer su autonomía en la defensa 

de sus derechos fundamentales. A estos efectos: 

a) Promoverán acciones formativas sobre el marco legal vigente en materia de igualdad de trato, 

no discriminación y derechos fundamentales, con el fin de que las personas gitanas puedan 

identificar con precisión las conductas constitutivas de discriminación motivada por el origen 

étnico o el antigitanismo y los mecanismos legales disponibles para su defensa. 

b) Proporcionarán herramientas técnicas para que las personas gitanas puedan interponer 

quejas, reclamaciones y denuncias ante los órganos administrativos y judiciales. 

c) Desarrollarán programas de capacitación en competencias digitales orientados a la detección 

de discursos de odio en la red, proporcionando conocimientos sobre los canales de reporte 

en plataformas tecnológicas y los cauces de denuncia ante las autoridades de protección de 

datos de carácter personal y las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

d) Impulsarán la capacitación de los representantes de las entidades dedicadas a la defensa de 

los derechos de las personas gitanas para su intervención eficaz en órganos consultivos y de 

toma de decisiones, así como ante cualquier instancia administrativa y judicial. 

e) Informarán a la ciudadanía gitana sobre sus derechos y deberes en la interacción con los 

agentes de la autoridad, fomentando el conocimiento de los protocolos de actuación policial 

y los mecanismos de control existentes para prevenir y denunciar los eventuales sesgos 

étnicos en las identificaciones, sean deliberados o no. 
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Artículo 42. Formación y sensibilización del personal público. 

Los poderes públicos implementarán planes de formación obligatoria y periódica en materia de 

igualdad de trato y no discriminación motivada por el origen étnico o el antigitanismo entre el 

personal a su cargo, con el objetivo de dotarlos de las herramientas adecuadas de prevención, 

detección y actuación, así como para prevenir sesgos, aun siendo inconscientes, y corregir 

potenciales situaciones de discriminación institucional. 

Artículo 43. Seguimiento de la lucha contra el antigitanismo. 

1. Los poderes públicos llevarán un seguimiento de los casos de discriminación motivada por el 

origen étnico y el antigitanismo y las medidas adoptadas para su prevención y corrección.  

2. A estos efectos, desarrollarán los sistemas de reporte, seguimiento y tratamiento estadístico 

necesarios, así como la coordinación entre todos los agentes implicados, para proveer de la 

información que permita evaluar el cumplimiento de lo dispuesto en esta ley. 

CAPÍTULO II.  

El derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

determinados ámbitos de la vida política, económica, cultural y social 

Artículo 44. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de la educación. 

1. Los poderes públicos garantizarán el derecho a una educación sin discriminación, prohibiendo 

cualquier práctica discriminatoria o de segregación que limiten la igualdad de trato y de 

oportunidades o pueda afectar al éxito educativo del alumnado gitano. 

2. Las administraciones educativas garantizarán que los centros docentes sean espacios seguros, 

inclusivos y libres de violencia, donde se fomente el respeto mutuo y la convivencia intercultural 

entre el alumnado gitano y el resto de la comunidad educativa. 

A estos efectos, garantizarán que los planes de convivencia de los centros docentes incorporen 

medidas específicas para la prevención, detección temprana y erradicación del acoso escolar 

motivado por el antigitanismo o el origen étnico del alumnado. Se entenderá por tal cualquier 

conducta dirigida contra alumnos o alumnas gitanas que tenga por objeto o consecuencia atentar 

contra su dignidad, crear un entorno intimidatorio o degradante, o que, con ánimo de causar un 

daño, se base en prejuicios o estereotipos históricos sobre el pueblo gitano. 

3. En cumplimiento de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y 

la adolescencia frente a la violencia, los protocolos de actuación frente al acoso escolar deberán 

adaptarse para identificar el componente de odio étnico y el antigitanismo. Ante la detección de 

tales conductas, el centro educativo activará de forma inmediata medidas de protección a la 

víctima, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiera lugar.  

4. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en colaboración 

con los centros docentes, las asociaciones de madres y padres del alumnado, las entidades 

locales y las entidades dedicadas a la defensa de los derechos de las personas gitanas, 

desarrollarán programas de sensibilización dirigidos a las familias de los centros educativos 

dirigidos combatir los prejuicios y la estigmatización del pueblo gitano que dificultan la convivencia 

en el centro y, por extensión, en su entorno.  

A estos efectos, intervendrán preventivamente en aquellos centros escolares donde existan 

manifestaciones o indicios de tensiones o resistencias a la escolarización compartida con 

alumnado gitano, promoviendo espacios de diálogo y mediación comunitaria para evitar 

situaciones de rechazo o segregación inducida por la presión social. 

5. Las administraciones educativas garantizarán que los coordinadores o coordinadoras de 

bienestar y protección, en los términos previstos en la citada Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 
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reciban formación especializada en antigitanismo y diversidad cultural para gestionar 

adecuadamente los conflictos de convivencia en los que exista un componente étnico y para servir 

de conexión entre el centro docente, las familias y los servicios sociales. 

6. Asimismo, velarán por que los planes de formación del profesorado y del personal de 

administración y servicios incluyan contenidos obligatorios sobre la realidad sociohistórica del 

pueblo gitano, su discriminación estructural y el antigitanismo. Estos contenidos estarán 

orientados a mejorar el conocimiento de los profesionales acerca de la situación del pueblo gitano 

y a prevenir cualquier prejuicio o sesgo discriminatorio hacia el alumnado gitano o sus familias. 

7. Igualmente, realizarán revisiones periódicas de los materiales curriculares, libros de texto y 

recursos digitales para asegurar que no reproduzcan estereotipos, sesgos estigmatizantes o 

prejuicios que resulten en situaciones de discriminación o menoscabo de la dignidad del alumnado 

gitano, del mismo modo que promoverán la inclusión de referentes gitanos positivos en diferentes 

disciplinas en todas las áreas del conocimiento. 

Artículo 45. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito del empleo. 

1. Los poderes públicos garantizarán la igualdad de trato y la no discriminación de las personas 

gitanas en el acceso al empleo, las condiciones de trabajo, la promoción profesional, la retribución 

y la extinción del contrato, tanto en el sector público como en el privado. 

2. Queda prohibida cualquier práctica basada en el uso de criterios raciales o étnicos en los 

procesos de selección o que pueda inducir una discriminación, inclusive por asociación. A tal fin, 

los poderes públicos promoverán: 

a) El uso de currículos ciegos o anonimizados en los procesos de selección para evitar sesgos 

cognitivos iniciales vinculados al nombre o al lugar de residencia. 

b) La formación específica de los departamentos de recursos humanos en la identificación y 

eliminación de estereotipos o prejuicios asociados al antigitanismo. 

c) La supervisión de las ofertas de empleo para asegurar que no exijan requisitos que, sin ser 

estrictamente necesarios para el puesto, sitúen directa o indirectamente a las personas 

gitanas en una situación de desventaja particular. 

3. Estas medidas para la igualdad de trato y la no discriminación de las personas gitanas se 

deberán negociar y contemplar, en su caso, en los planes de diversidad que aprueben las 

empresas a los que se refiere el artículo 19 de esta ley, e incluirán protocolos internos de 

prevención y denuncia frente al acoso laboral motivado por el origen étnico o el antigitanismo. 

Artículo 46. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de la vivienda. 

1. Los poderes públicos garantizarán el derecho de todas las personas gitanas a acceder a una 

vivienda, ya sea en régimen de compra, alquiler o cualquier otra modalidad de tenencia, en 

condiciones de igualdad y sin que pueda prevalecer discriminación alguna motivada por el origen 

étnico o por sus circunstancias personales, sociales o culturales. 

2. Queda prohibida cualquier conducta que suponga una denegación o entorpecimiento del acceso 

o disfrute del derecho a la vivienda motivada por el origen étnico o el antigitanismo, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 20 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de 

trato y la no discriminación.  

3. En particular, quedan prohibidas las conductas de particulares,  agencias e intermediarios 

inmobiliarios consistentes en la aplicación de criterios o filtros de selección, explícitos o implícitos, 

sean manuales o a partir de sistemas automatizados, basados en rasgos fenotípicos, acento, 

indumentaria o la identificación de apellidos vinculados históricamente a la comunidad gitana, así 
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como en la residencia o la geolocalización que penalicen a los solicitantes procedentes de barrios 

o asentamientos con una alta densidad real o percibida de población gitana. 

Artículo 47. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito sanitario. 

1. Los poderes públicos garantizarán el derecho a una atención sanitaria sin discriminación, que 

incluirá tanto la atención procurada a los pacientes como a sus familias, y que se adaptará a sus 

necesidades de salud y atenderá a sus determinantes personales y ambientales específicos. 

2. Los centros sanitarios implementarán protocolos y medidas incorporando un enfoque 

intercultural, de manera que se eviten actitudes basadas en prejuicios y estereotipos hacia la 

comunidad gitana que dificulten el adecuado trato hacia pacientes gitanos y sus familiares en 

condiciones de equidad con el resto de pacientes. Asimismo, incorporarán servicios de mediación 

y atención necesarios para garantizar un trato adecuado y adaptado a la realidad social y cultural 

de las personas gitanas ante este tipo de situaciones. 

3. Queda prohibida la incorporación de menciones a la etnia gitana en informes médicos o 

historiales clínicos, salvo en los casos en que exista una justificación clínica estrictamente 

necesaria basada en la evidencia científica y con el consentimiento informado de los pacientes. 

4. Las administraciones sanitarias promoverán recursos para la mediación intercultural 

especializada en los centros de salud de atención primaria para facilitar la comunicación y la 

adherencia a los tratamientos por parte de las personas gitanas, especialmente de aquellos 

perfiles de mayor vulnerabilidad. 

5. Las administraciones sanitarias incorporarán en los planes de formación inicial y continua de 

los profesionales del Sistema Nacional de Salud contenidos específicos sobre competencia 

cultural para evitar estereotipos o sesgos en el diagnóstico y tratamiento. 

Artículo 48. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de los medios de comunicación social. 

1. Los poderes públicos garantizarán que los medios de comunicación social, tanto de titularidad 

pública como privada, así como los servicios de la sociedad de la información, respeten el derecho 

a la igualdad de trato de la población gitana, evitando cualquier contenido que promueva el odio, 

el desprecio o la estigmatización motivada por el origen étnico o por circunstancias personales, 

socioeconómicas o culturales específicas de las personas gitanas. 

2. Los entes públicos de radio y televisión, en el ejercicio de su función de servicio público, deberán 

adoptar las medidas para reflejar la pluralidad y diversidad del pueblo gitano, superando visiones 

folcloristas o marginales y mostrando su contribución a nuestra cultura e historia común. 

3. Los medios de comunicación evitarán la mención de la etnia gitana cuando esta no sea 

estrictamente necesaria para la comprensión de la noticia, especialmente en informaciones de 

carácter delictivo, con el fin de no generar asociaciones prejuiciosas entre etnia y criminalidad. 

Asimismo, asegurarán el uso de un lenguaje respetuoso y preciso, evitando términos peyorativos 

o generalizaciones que afecten a la dignidad de la población gitana. 

A estos efectos, promoverán la adopción de códigos de conducta y otros mecanismos de 

autorregulación por parte de los medios de comunicación social. En este sentido, el Gobierno de 

España elaborará una propuesta en los términos antes mencionados, en colaboración con los 

colegios y asociaciones profesionales de la profesión periodística, y que será consultada con 

entidades especializadas dedicadas a la defensa de los derechos del pueblo gitano. 

4. Queda prohibida cualquier forma de publicidad que contenga elementos discriminatorios o 

vejatorios contra las personas gitanas. Las administraciones públicas competentes vigilarán que 

los mensajes comerciales no refuercen estereotipos o prejuicios motivados por el origen étnico o 

el antigitanismo que vulneren la igualdad de trato y de oportunidades. 
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Artículo 49. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de los servicios digitales y del uso de algoritmos y de la inteligencia artificial. 

1. Los poderes públicos garantizarán el derecho a la igualdad de trato de la población gitana en 

entornos digitales y en el acceso a servicios gestionados mediante sistemas automatizados, 

debiendo prevenir y corregir cualquier situación de discriminación motivada por el origen étnico o 

el antigitanismo que pueda derivarse de los mismos, en los términos previstos en el artículo 23 de 

la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación. 

A estos efectos, promoverán la reducción de la brecha digital de acceso a estos servicios, con 

especial atención a las mujeres gitanas y a la infancia en entornos vulnerables. A tal fin, impulsarán 

planes de capacitación en competencias digitales y alfabetización mediática dirigidos a las 

personas gitanas, para dotarlas de herramientas críticas para identificar la desinformación y 

protegerse frente al acoso y la manipulación en entornos digitales. 

2. Los poderes públicos promoverán la elaboración y adopción de códigos de conducta por parte 

de las plataformas de intercambio de contenidos, redes sociales y demás prestadores de servicios 

digitales, con el fin de prevenir y eliminar de forma diligente los discursos de odio y los contenidos 

que promuevan la discriminación y el antigitanismo. 

A estos efectos, de conformidad con lo previsto en el Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, las administraciones competentes colaborarán con las plataformas en la 

identificación de riesgos sistémicos, instando a la implementación de medidas de mitigación 

específicas que eviten la viralización de contenidos discriminatorios contra el pueblo gitano. Estas 

medidas incluirán la optimización de los sistemas de moderación de contenidos para detectar 

formas complejas o codificadas de odio discriminatorio y antigitano y la transparencia en el 

funcionamiento de los algoritmos de recomendación para asegurar que no amplifiquen prejuicios 

o sesgos motivados por el origen étnico. 

3. Asimismo, las administraciones competentes impulsarán acuerdos con las plataformas digitales 

para facilitar el acceso a datos que permitan investigar la extensión del antigitanismo en la red y 

promoverán que las entidades dedicadas a la defensa de los derechos de las personas gitanas, 

especialmente aquellas con experiencia acreditada en el seguimiento del discurso de odio digital, 

obtengan la condición de notificadores de confianza en los términos establecidos en el citado 

Reglamento europeo.  

Artículo 50. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito judicial. 

1. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para garantizar el acceso a la Justicia 

de la población gitana en condiciones de igualdad, asegurando una tutela judicial efectiva contra 

cualquier forma de discriminación, odio o violencia motivada por el origen étnico o el antigitanismo, 

especialmente aquellas que conculquen sus derechos fundamentales.  

2. Los órganos judiciales, el Ministerio Fiscal y el personal al servicio de la Administración de 

Justicia velarán por la ausencia de sesgos discriminatorios en sus actuaciones. A tal efecto: 

a) No serán válidas las interpretaciones basadas en prejuicios culturales o étnicos que puedan 

menoscabar la presunción de inocencia, la credibilidad del testimonio, el grado de 

responsabilidad de los victimarios o la gravedad del daño sufrido por las personas gitanas. 

b) Tampoco será válido el uso de razonamientos jurídicos que utilicen la identidad gitana para 

justificar o normalizar conductas ilícitas, o para atenuar o exonerar la responsabilidad de las 

partes en el proceso o para limitar el acceso a beneficios procesales en condiciones de 

igualdad con el resto de la ciudadanía. 

3. En los procedimientos relacionados con la violencia de género o vicaria, violencia sexual o 

cualquier forma de violencia contra mujeres, niñas y adolescentes gitanas, los poderes públicos 

garantizarán la aplicación de una perspectiva de género interseccional.       
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Se prohíbe taxativamente la utilización de estereotipos antigitanos de género que pretendan 

justificar este tipo de violencias como un rasgo cultural, o que cuestionen la autonomía y la libertad 

de las víctimas para denunciar y buscar protección para sí y las personas a su cargo, o que se 

utilicen para disminuir la credibilidad de las víctimas o para denegarles medidas de apoyo o 

asistencia especializada que puedan corresponderles. 

4. Las administraciones de Justicia impulsarán las medidas necesarias para garantizar la plena 

accesibilidad en la comprensión de los derechos y del curso de los procedimientos por parte de 

las personas gitanas. Para ello, deberán usar un lenguaje claro, sencillo y accesible en las 

notificaciones y resoluciones judiciales, asegurando que la persona comprenda las consecuencias 

jurídicas de cada acto procesal. Asimismo, deberán proveer de información sobre los recursos de 

apoyo disponibles, eliminando las barreras terminológicas o procedimentales que dificultan el 

ejercicio de la autodefensa, la reclamación de derechos o la protección. 

5. Asimismo, promoverán planes de formación continua para los miembros de la Carrera Judicial 

y Fiscal, así como para el resto del personal de la Administración de Justicia, sobre la realidad 

sociohistórica y cultural del pueblo gitano en España, la identificación de posibles sesgos 

cognitivos y prejuicios antigitanos en la práctica judicial y su prevención y corrección, y el marco 

legal y jurisprudencial en materia de igualdad de trato y de prevención de la discriminación y los 

delitos de odio motivados por el origen étnico o el antigitanismo, así como la violencia de género 

en mujeres y niñas gitanas. 

6. El Gobierno de España, a través del Ministerio de Justicia, asegurará la existencia de los 

mecanismos de coordinación entre la Fiscalía de Sala de Delitos de Odio y Discriminación y el 

Servicio de Asistencia y Orientación a Víctimas de Discriminación Racial o Étnica, con los juzgados 

de violencia sobre la mujer, delegaciones y fiscalías territoriales, con los colegios profesionales de 

la abogacía y la procura así como con las entidades dedicadas a la defensa de los derechos de 

las personas gitanas. 

Artículo 51. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

1. Los poderes públicos garantizarán que las personas gitanas reciban la protección de las fuerzas 

y cuerpos de seguridad en condiciones de plena igualdad. Las políticas de seguridad ciudadana 

integrarán el principio de no discriminación, garantizando que el origen étnico no sea, en ningún 

caso, un criterio para el diseño, planificación o desarrollo de actuaciones por parte de las fuerzas 

y cuerpos de seguridad ni de cualquier otro organismo público. 

2. Queda estrictamente prohibida la práctica por las fuerzas y cuerpos de seguridad de controles, 

identificaciones, cacheos, detenciones o cualquier otra actuación policial basados en el uso, sin 

una justificación objetiva y razonable, de perfiles étnicos, sea por rasgos físicos, indumentaria o 

pertenencia real o percibida al pueblo gitano como criterio para la realización de actuaciones de 

control e investigación. 

A estos efectos, las fuerzas y cuerpos de seguridad deberán implementar sistemas de registro que 

permitan dejar constancia de la motivación y el resultado de las identificaciones policiales en la vía 

pública, en los términos previstos en el artículo 16 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 

protección de la seguridad ciudadana, así como de la pertenencia étnica de las personas 

identificadas, a fin de valorar posibles desproporciones. Estos datos, que respetarán en todo caso 

los principios de anonimato y confidencialidad, serán auditados periódicamente para prevenir, 

detectar y corregir posibles sesgos discriminatorios, garantizando en todo momento el anonimato 

de las personas identificadas, y serán puestos a disposición del Defensor del Pueblo y de la 

Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación. 

Del mismo modo, los órganos de control interno de las fuerzas y cuerpos de seguridad 

garantizarán mecanismos efectivos de queja para las personas que puedan sufrir discriminación 

o antigitanismo en este ámbito e incluirán en sus memorias anuales un apartado específico sobre 

las quejas, expedientes disciplinarios y sanciones relacionados con conductas discriminatorias 
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motivadas por el origen étnico o el antigitanismo, así como las medidas adoptadas para su 

corrección. 

3. Los grupos y unidades especializados en la prevención y persecución de delitos de odio de las 

fuerzas y cuerpos de seguridad deberán contar con protocolos específicos para la atención a 

víctimas de delitos de odio o violencia motivados por el origen étnico o el antigitanismo. Estos 

protocolos incluirán el establecimiento de dispositivos de protección a las personas gitanas ante 

persecuciones colectivas antigitanas. 

Asimismo, garantizarán la posibilidad de una atención presencial y telefónica que evite la 

victimización secundaria, asegurando que las denuncias por agresiones, amenazas o acoso en 

estos casos sean tramitadas con la diligencia debida y bajo un enfoque de protección reforzada. 

4. En todas las políticas y planes de acción que se diseñen en materia de atención a delitos de 

odio discriminatorios se incorporará, como uno de los elementos indispensables para el correcto 

abordaje de estos delitos, las medidas para erradicar el uso de perfiles étnicos u otras conductas 

discriminatorias ejercidas por los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

5. Los procesos de selección y la formación continua de los agentes de las fuerzas y cuerpos de 

seguridad incluirán de forma obligatoria contenidos sobre derechos humanos, interculturalidad, 

interseccionalidad y lucha contra la discriminación motivada por el origen étnico o el antigitanismo, 

para prevenir, detectar y corregir sesgos, prejuicios y estereotipos, aun inconscientes, en la 

práctica profesional. 

6. En sus actuaciones relativas a la atención a mujeres, niñas y adolescentes gitanas víctimas de 

violencia, las fuerzas y cuerpos de seguridad aplicarán protocolos que garanticen una protección 

reforzada, teniendo en cuenta las barreras específicas que dificultan la denuncia. Los agentes 

encargados de la atención y protección evitarán cualquier sesgo que pueda conducir a una 

minimización de la gravedad de la violencia o una reducción de las medidas de protección. 

Artículo 52. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de la seguridad privada 

1. Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades y servicios de seguridad privada, para 

la protección de personas y bienes, deberán garantizar la igualdad de trato y no discriminación de 

las personas gitanas, evitando en todo caso actuaciones basadas en el perfil étnico de las 

personas, así como el hostigamiento, la persecución o la denegación de entrada a las personas 

gitanas en el transporte público, así como en lugares de ocio, restauración o en establecimientos 

comerciales. 

2. Los procesos de selección y la formación continua del personal que vaya a desempeñar 

funciones de seguridad privada incluirán de forma obligatoria contenidos sobre derechos 

humanos, interculturalidad, interseccionalidad y lucha contra la discriminación motivada por el 

origen étnico o el antigitanismo, para prevenir, detectar y corregir sesgos, prejuicios y estereotipos, 

aun inconscientes, en la práctica profesional. 

3. Las administraciones competentes para el control y la supervisión de las actuaciones de las 

personas físicas o jurídicas que desempeñen funciones de seguridad privada, en virtud de los 

artículos 12 y 13 de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada, velarán específicamente 

por la prevención, abordaje y, en su caso, la sanción de las prácticas discriminatorias descritas en 

el anterior apartado.  

Artículo 53. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

el ámbito de los servicios sociales.  

1. Los poderes públicos garantizarán la igualdad en el acceso a los servicios sociales y a 

prestaciones sociales por parte de las personas gitanas que tengan derecho a las mismas, 

previniendo estereotipos y prejuicios sobre la población gitana en la valoración de situaciones de 

vulnerabilidad. Se prohíbe cualquier forma de discriminación, directa o indirecta, en la concesión 

de ayudas públicas, prestaciones económicas o acceso a recursos de inclusión social. 
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2. Los profesionales de los servicios sociales actuarán con estricta objetividad, quedando prohibida 

la aplicación de sesgos discriminatorios o estereotipos motivados por el origen étnico o por 

antigitanismo en la valoración de las necesidades sociales de las personas solicitantes o 

beneficiarias de servicios y prestaciones de cualquier naturaleza.  

A estos efectos, las evaluaciones de riesgo social o de exclusión se basarán en indicadores 

objetivos, evitando evaluaciones basadas en estereotipos sobre el pueblo gitano y se garantizará 

la transparencia en todos los procedimientos, asegurando que las familias gitanas comprendan 

los objetivos de la intervención y participen activamente en el diseño de sus propios itinerarios de 

inclusión. 

3.  En todas las actuaciones relacionadas con la protección de la infancia y la adolescencia gitana, 

los poderes públicos observarán las siguientes garantías: 

a) Toda medida de protección se fundamentará exclusivamente en el interés superior del menor, 

asegurando un entorno seguro para su desarrollo. 

b) No podrán adoptarse medidas de separación familiar o declaración de desamparo basadas 

en sesgos culturales o en la mera situación de pobreza de la unidad familiar. Las 

administraciones deberán agotar todas las medidas de apoyo y acompañamiento preventivo 

en el hogar antes de proponer la separación. 

c) Velarán por que las medidas de protección respeten y preserven el derecho a la identidad 

cultural y los vínculos comunitarios de los niños, niñas y adolescentes gitanos. 

En los casos en que sea estrictamente necesario el acogimiento fuera del núcleo de convivencia 

parental, se priorizará siempre que sea posible el acogimiento por un miembro integrante de la 

familia extensa del menor. Las administraciones facilitarán los apoyos económicos y técnicos 

necesarios a las personas acogedoras en el marco de la familia extensa para garantizar la 

idoneidad y estabilidad del acogimiento, evitando la institucionalización innecesaria del menor. 

En la valoración de la idoneidad del núcleo familiar o, en su defecto, de la familia extensa se tendrá 

en cuenta el contexto de la situación de la población gitana en materia de empleo, pobreza y 

educación y las brechas existentes respecto al conjunto de la población. 

4. Los servicios sociales incorporarán estrategias de mediación intercultural especializada y 

garantizarán que los equipos profesionales reciban formación específica en competencia cultural 

y antigitanismo para asegurar que las intervenciones sociales se realicen desde un enfoque 

preventivo, respetando las especificidades estructurales de las comunidades y familias gitanas. 

Artículo 54. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

la oferta al público de bienes y servicios, en la participación en actividades y eventos y en 

el acceso a instalaciones y equipamientos. 

1. Las administraciones públicas, las entidades, empresas o particulares que ofrezcan al público 

bienes y servicios, en el marco de una actividad comercial o profesional, tales como servicios 

financieros, de transporte, formación, culturales, artísticos, de ocio, restauración o similares, no 

podrán generar situaciones de discriminación en el acceso a los mismos motivadas por el origen 

étnico o por      antigitanismo. 

2. Lo anterior será de aplicación, en todo caso, para la participación en actividades recreativas y 

en el acceso a medios de transporte o a establecimientos comerciales y de ocio, así como para el 

uso de equipamientos e instalaciones de todo tipo, públicas o privadas, especialmente aquellas 

en los que se desarrollen actividades deportivas, sanitarias, funerarias o cualesquiera otras de 

interés público, o en las que se presten servicios bajo régimen de concesión o autorización pública. 

También será de aplicación en lo relativo a la participación o asistencia en eventos, actividades 

culturales, competiciones deportivas o rituales o celebraciones civiles o religiosas de todo tipo. 

3. Quedan prohibidos los criterios de admisión y las actuaciones que contravengan lo dispuesto 

en este apartado, debiendo garantizarse las posibilidades de acceso y permanencia de las 
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personas gitanas en todo evento, instalación y establecimiento abierto al público en igualdad de 

condiciones con el resto de personas participantes o usuarias. 

Artículo 55. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación de las personas gitanas en 

la profesión de su libertad religiosa y sus creencias y en la celebración del culto. 

1. Los poderes públicos garantizarán el ejercicio individual y colectivo de la libertad religiosa y de 

culto de las personas gitanas, así como la igualdad en lo que se refiere tanto a la apertura de 

lugares o centros de culto y a los controles sobre su funcionamiento que resulten procedentes de 

acuerdo con la legislación vigente, sin más limitaciones en el ejercicio de estos derechos que las 

indicadas en la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa. 

2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán las 

medidas necesarias para garantizar que las personas gitanas puedan disponer de lugares 

destinados al ejercicio de la libertad religiosa y de culto en condiciones de igualdad con los de 

otras iglesias, confesiones o comunidades religiosas. 

A estos efectos, deberán evitar, detectar y corregir eventuales situaciones de discriminación para 

las personas y comunidades gitanas en algún aspecto relacionado con la apertura y 

funcionamiento de lugares o centros de culto, o con el uso esporádico de equipamientos o 

espacios de titularidad pública para fines religiosos, respecto al de otra iglesia, confesión o 

comunidad religiosa en una situación análoga, estén dichas situaciones motivadas por la religión, 

el origen étnico o el antigitanismo, o por cualquier otra circunstancia social o cultural. 

 

TÍTULO III 

Del reconocimiento del pueblo gitano en España 

CAPÍTULO I. 

Reconocimiento institucional del pueblo gitano 

Artículo 56. Reconocimiento del pueblo gitano y su contribución social. 

1. Se reconoce de forma solemne al pueblo gitano como parte consustancial del pueblo español, 

no pudiendo entenderse este último sin la contribución del primero a lo largo de la historia. 

2. Los poderes públicos promoverán las medidas para hacer efectivo este reconocimiento y para 

difundir las contribuciones del pueblo gitano en sus respectivos ámbitos competenciales. 

3. La Administración General del Estado llevará a cabo una identificación y catalogación de 

aquellos lugares asociados a contribuciones, logros o personalidades destacadas de personas 

gitanas a lo largo de la historia en España y procederá a la instalación de monumentos, placas o 

paneles informativos al objeto de concienciar sobre su relevancia. 

Artículo 57. Reconocimiento de los símbolos oficiales del pueblo gitano. 

1. Se reconocen como símbolos oficiales del pueblo gitano la bandera y el himno.  

2. La bandera está integrada por dos franjas horizontales, azul en la parte superior y verde en la 

inferior, con una rueda de carro roja de dieciséis radios en el centro. 

3. El himno oficial es el tema musical «Gelem, Gelem».  

4. Los poderes públicos garantizarán el uso de estos símbolos oficiales en los actos institucionales 

conmemorativos previstos en esta ley.  

Artículo 58. Reconocimiento, protección y promoción del caló y del romaní. 

1. Se reconoce el caló como lengua propia del pueblo gitano en España y como parte esencial del 

patrimonio lingüístico y cultural español. 
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2. Las administraciones públicas garantizarán su protección y promoverán su investigación, 

recuperación y difusión, impulsando programas para su enseñanza y transmisión generacional, 

así como para el estudio de su influencia en la cultura y en las lenguas españolas. 

3. Asimismo, se reconoce el romaní como lengua propia del pueblo gitano y elemento definitorio 

de su identidad en todo el mundo. Las administraciones públicas promoverán su conocimiento y 

difusión en nuestro país. 

Artículo 59. Reconocimiento y garantías de las creencias y cultos del pueblo gitano. 

1. Se reconoce a la Iglesia Evangélica Filadelfia como asociación cristiana de iglesias evangélicas 

pentecostales de notorio arraigo entre el pueblo gitano en España, sin perjuicio de los demás 

cultos y creencias que profesan las personas gitanas. 

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 16.3 de la Constitución española, corresponde 

a los poderes públicos mantener las relaciones de cooperación que procedan con dicha asociación 

y con las iglesias que la integran a fin de garantizar de forma efectiva el derecho de libertad 

religiosa y de culto de las personas y comunidades gitanas en nuestro país. 

Artículo 60. Conmemoraciones oficiales. 

1. Se establecen como fechas de relevancia institucional en el calendario oficial: 

a) El 12 de enero, Día del Pueblo Gitano en España. 

b) El 8 de abril, Día Internacional del Pueblo Gitano. 

c) El 30 de julio, Día de la Memoria del Pueblo Gitano en España, en recuerdo de la Prisión 

General de Gitanos o Gran Redada de 1749 por orden del marqués de la Ensenada.  

d) El 2 de agosto, Día de Recuerdo a las Víctimas del Samudaripen o Genocidio del Pueblo 

Gitano perpetrado por el régimen nazi y colaboradores durante la Segunda Guerra Mundial. 

2. Los poderes públicos promoverán la celebración de actos conmemorativos institucionales en 

las fechas señaladas, en colaboración con las entidades dedicadas a la defensa de los derechos 

de las personas gitanas que operen en sus respectivos ámbitos. 

3. Asimismo, los poderes públicos promoverán la instalación de monumentos, placas 

conmemorativas y paneles informativos en aquellos lugares que procedan con el objeto de 

reivindicar la memoria y contribuir a la reparación histórica del pueblo gitano en España. 

CAPÍTULO II.  

Protección y promoción de la historia, cultura y la identidad gitana 

Artículo 61. Reconocimiento, protección y promoción de la cultura gitana y de su 

contribución al patrimonio cultural español. 

1. Se declara la cultura gitana como bien de interés cultural y social integrante del patrimonio 

cultural español. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

fomentarán la conservación de sus manifestaciones culturales, tradiciones orales, artes plásticas, 

gastronomía y formas de organización social propias. 

2. Del mismo modo, se reconoce la contribución esencial y fundacional del pueblo gitano al 

flamenco, declarado Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad. 

3. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la 

presencia de la cultura gitana en la red de museos, archivos y bibliotecas sostenidas con fondos 

públicos, garantizando la conservación de su patrimonio inmaterial, artístico y cultural. 

Artículo 62. Integración de la historia y la cultura gitana en el sistema educativo.  
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1. Los poderes públicos garantizarán la inclusión de la historia y la cultura del pueblo gitano en los 

currículos de las distintas etapas del sistema educativo, con especial énfasis en la educación 

básica obligatoria. 

2. Las administraciones educativas asegurarán que los contenidos curriculares y los materiales 

didácticos reconozcan de forma rigurosa y digna la presencia milenaria del pueblo gitano en 

España, sus valores, sus aportaciones culturales y artísticas, así como los episodios históricos de 

persecución y exclusión, con el fin de combatir el antigitanismo desde la base formativa. 

3. Asimismo, promoverán la formación específica del profesorado en esta materia, dotándoles de 

las herramientas pedagógicas necesarias para transmitir la situación del pueblo gitano como una 

parte constitutiva de la identidad española y europea. 

Artículo 63. Fomento de la investigación y la difusión cultural. 

1. Los poderes públicos impulsarán el conocimiento y la investigación académica sobre la historia, 

las lenguas, la cultura y los valores del pueblo gitano. 

2. Se facilitará la creación y el sostenimiento de archivos, centros de documentación y espacios 

museísticos dedicados a la preservación de la memoria y el patrimonio inmaterial gitano. 

3. Los poderes públicos apoyarán la creación artística y cultural gitana en todas sus 

manifestaciones, garantizando su presencia en los circuitos culturales oficiales, festivales y medios 

de comunicación de titularidad pública, reconociendo su papel como motor de innovación y riqueza 

del patrimonio común. 

Artículo 64. Campañas institucionales de sensibilización. 

1. Las administraciones públicas impulsarán campañas de sensibilización periódicas destinadas a 

reconocer las aportaciones del pueblo gitano a la sociedad española, combatir los prejuicios y 

estereotipos históricos y fomentar una cultura de respeto, igualdad y convivencia intercultural. 

2. Estas campañas perseguirán de forma prioritaria los siguientes fines: 

a) La lucha contra el antigitanismo en todas sus formas, denunciando las conductas 

discriminatorias y los discursos de odio. 

b) La difusión de la historia y la cultura gitana como parte del patrimonio compartido, con 

especial mención a su contribución a la construcción de la identidad española. 

c) La promoción de referentes gitanos y gitanas positivos en diversos ámbitos profesionales, 

académicos, artísticos y sociales, rompiendo con la asociación exclusiva de la comunidad a 

situaciones de exclusión o marginalidad. 

d) El empoderamiento de las mujeres y la juventud gitana, visibilizando su papel como motores 

de cambio y participación ciudadana. 

3. El diseño, ejecución y seguimiento de estas campañas institucionales se realizará en 

colaboración con el Consejo Estatal del Pueblo Gitano y las entidades sociales dedicadas a la 

defensa de los derechos de las personas gitanas, garantizando que el mensaje, la iconografía y 

el lenguaje utilizado sean respetuosos con la dignidad del pueblo gitano. 

CAPÍTULO III.  

El Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano 

Artículo 65. Naturaleza y régimen jurídico. 

1. Se constituye el Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano, con la misión de proteger, 

conservar y promover la historia y la cultura del pueblo gitano en España. 
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2. El Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano se constituye como entidad de derecho 

público sin ánimo de lucro, con personalidad jurídica propia y capacidad de obrar para el 

cumplimiento de sus fines, que ajustará sus actividades al ordenamiento jurídico privado.  

3. El Instituto contará con un Patronato cuya presidencia de honor recaerá en Sus Majestades los 

Reyes de España y su presidencia ejecutiva, en el presidente del Gobierno de España.  

4. Los bienes y medios económicos del Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano estarán 

integrados por  

a) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio y los productos y rentas del mismo. 

b) Las consignaciones y transferencias que anualmente se le asignen en los Presupuestos 

Generales del Estado, que en todo caso serán suficientes para garantizar su sostenimiento y 

para el cumplimiento adecuado de sus fines, funciones y objetivos en cada ejercicio. 

c) Los ingresos que, conforme a lo previsto en la legislación vigente, pudiera corresponderle 

percibir y los que se produzcan como consecuencia de sus actividades. 

d) Las subvenciones, aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados que se 

otorguen a su favor por personas públicas o privadas. 

e) Los procedentes de sus propios excedentes, que se destinarán a sus propias actividades. 

f) Cualquier otro recurso que pueda serle atribuido en otras disposiciones legales o 

reglamentarias. 

5. Reglamentariamente se aprobarán sus Estatutos, que desarrollarán su régimen de organización 

y funcionamiento, su régimen económico y financiero y de personal y la composición y funciones 

de sus órganos, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley.  

Artículo 66. Fines. 

Son fines del Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano: 

g) La proposición de acciones culturales dirigidas a lograr la convivencia armónica entre los 

distintos grupos y culturas que conforman nuestra sociedad, preservando que en las mismas 

se tenga en cuenta la igualdad de oportunidades, la igualdad de trato, la igualdad entre 

mujeres y hombres y la no discriminación de la población gitana. 

h) El desarrollo y promoción de la historia, la cultura y las lenguas gitanas, en todas sus 

manifestaciones, al mismo tiempo que la promoción y difusión de su conocimiento mediante 

una comunicación permanente, tanto propiciando la elaboración de estudios, investigaciones 

y publicaciones, como a través de la organización de eventos académicos y culturales. 

i) El establecimiento de mecanismos y estrategias que contribuyan eficazmente a la 

preservación y al desarrollo del acervo cultural de la comunidad gitana. 

j) Establecer convenios y acuerdos de colaboración con Universidades y otras instituciones, 

públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que se dediquen a idénticos o similares fines. 

k) La custodia del Archivo Histórico del Pueblo Gitano. 

l) La gestión de la Biblioteca de Cultura Gitana. 

m) La realización de cualesquiera otras actividades conducentes al cumplimiento de los fines 

anteriores, así como de los demás que reglamentariamente se establezcan. 

CAPÍTULO IV.  

El Consejo Estatal del Pueblo Gitano 

Artículo 67. Naturaleza y régimen jurídico. 
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1. El Consejo Estatal del Pueblo Gitano es el órgano colegiado de participación y asesoramiento 

de la Administración General del Estado en las políticas públicas, generales y específicas, que 

redunden en el reconocimiento, la igualdad y la promoción de la población gitana en España.  

2. Reglamentariamente se aprobarán sus Estatutos, que desarrollarán su régimen de organización 

y funcionamiento, así como su composición. La propuesta de Estatutos será aprobada por el 

Consejo de Ministros. 

Artículo 68. Fines. 

1. El Consejo Estatal tendrá como finalidad primordial promover la participación y colaboración del 

movimiento asociativo gitano en el desarrollo de las políticas generales y en el impulso de la 

promoción de la igualdad de oportunidades y de trato dirigidos a la población gitana. 

2. En todo caso, corresponderá al Consejo Estatal del Pueblo Gitano el ejercicio de las funciones 

que le atribuye esta ley, así como las demás que reglamentariamente se establezcan. 

CAPÍTULO V.  

Participación política y social de las personas gitanas 

Artículo 69. Fomento de la participación ciudadana. 

Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán 

programas de empoderamiento y liderazgo de la población gitana para fomentar su participación 

en la vida política y social, con especial atención a la juventud y las mujeres gitanas. 

Artículo 70. Fomento de la representatividad institucional. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, integrarán el 

principio de diversidad en su representación institucional, con el objetivo de generar las 

condiciones que favorezcan la participación de las personas gitanas y que su representación 

tienda a reflejar el peso poblacional del pueblo gitano en el conjunto de la población española. 

2. A estos efectos, promoverán la presencia de personas gitanas y de representantes de sus 

organizaciones específicas en los principales órganos colegiados y consejos asesores, con un 

enfoque transversal. En particular, se preverá y promoverá su participación en: 

a) Los actos y conmemoraciones públicas de carácter oficial. 

b) Los consejos económicos y sociales, los consejos escolares y los consejos de la juventud, en 

sus diferentes niveles territoriales. 

c) Los patronatos, consejos rectores y órganos asesores de las instituciones culturales, 

artísticas, históricas y científicas de titularidad pública. 

d) Los comités y comisiones técnicas encargadas del diseño, seguimiento y evaluación de las 

políticas generales de inclusión social, empleo, vivienda, digitalización y educación. 

2. Para favorecer la incorporación efectiva a estos órganos de representación y decisión pública, 

las administraciones públicas, en el marco de sus respectivas competencias, impulsarán 

programas específicos de formación y capacitación orientados a identificar y potenciar el talento y 

el liderazgo técnico dentro del asociacionismo y la sociedad civil gitana. 

3. Asimismo, las administraciones públicas, a través de sus memorias de gestión, incorporarán 

indicadores cualitativos sobre la diversidad étnico-cultural en la composición de sus órganos 

consultivos y de representación. Estos datos se utilizarán exclusivamente para evaluar de forma 

agregada el avance hacia una gobernanza plenamente inclusiva, en coherencia con los criterios 

de voluntariedad y anonimato establecidos en el artículo 8 de la presente ley. 

4. Los procesos para recabar la opinión de expertos o representantes gitanos en los espacios 

institucionales previstos en este artículo se articularán preferentemente en diálogo continuo con el 

Consejo Estatal del Pueblo Gitano y con las entidades representativas del pueblo gitano con mayor 

presencia e implantación territorial. Con esta finalidad, se garantizará la existencia de canales 
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transparentes y abiertos que refuercen la legitimidad de la interlocución y aseguren que la 

pluralidad interna de la comunidad gitana sea escuchada por los poderes públicos. 

CAPÍTULO VI.  

Instrumentos de planificación, financiación y coordinación administrativa 

Artículo 71. Estrategia para la Igualdad, Inclusión y Participación del Pueblo Gitano. 

1. La Estrategia Nacional para la Igualdad, Inclusión y Participación del Pueblo Gitano es el 

instrumento de planificación de referencia de la acción institucional y de las políticas públicas para 

la promoción y la igualdad de derechos y oportunidades del pueblo gitano en España.  

La aprobación de la Estrategia corresponderá al Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio 

de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, previo acuerdo de la Conferencia Sectorial 

para el Pueblo Gitano, oído antes el Consejo Estatal para el Pueblo Gitano y las entidades 

dedicadas a la defensa de los derechos de las personas gitanas.  

2. La Estrategia articulará de manera integral y ordenada los objetivos y actuaciones de las 

administraciones públicas, en sus respectivos ámbitos competenciales, en materia de educación, 

empleo, salud y vivienda, así como en las áreas de la inclusión social, la igualdad y la participación, 

de acuerdo con los derechos, garantías y previsiones establecidos en esta ley. 

Asimismo, su contenido estará en consonancia con el Marco de programación 2021-2030 europeo 

para la Igualdad, la Inclusión y la Participación de la Población Gitana, la Agenda 2030 y el resto 

de la normativa, recomendaciones y acuerdos de carácter comunitario o internacional que resulten 

de aplicación con carácter general o en cada ámbito material de actuación. 

3. La Estrategia se aprobará con carácter plurianual y contemplará la elaboración de planes 

operativos durante su vigencia en los que se articularán y concretarán las medidas a implementar 

para alcanzar los objetivos de la misma. 

Artículo 72. Fondo Estatal para la Promoción y la Igualdad del Pueblo Gitano en España. 

1. Se crea el Fondo Estatal para la Promoción y la Igualdad del Pueblo Gitano en España 

(F.C.P.J.), fondo carente de personalidad jurídica, como instrumento estructural de referencia 

dirigido al apoyo y fomento a la implementación por las administraciones públicas de las políticas 

y medidas que sean necesarias para garantizar los derechos de las personas gitanas en materia 

de educación, salud, vivienda y empleo, reconocidos en esta ley y en su normativa de desarrollo, 

con la finalidad de corregir las brechas de desigualdad en cada uno de estos ámbitos existentes 

entre el pueblo gitano y el conjunto de la población española. 

2. El Fondo Estatal para la Promoción y la Igualdad del Pueblo Gitano tiene la naturaleza jurídica 

propia de los fondos carentes de personalidad jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

84, 137, 138 y 139 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público. 

Estará adscrito al Ministerio de Hacienda por medio de la Secretaría de Estado de Hacienda, y le 

será de aplicación el régimen presupuestario, económico financiero, contable, y de control previsto 

en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, para los fondos carentes de 

personalidad jurídica, cuya dotación se realizará de acuerdo con lo dispuesto en este artículo y en 

la normativa que se dicte en su desarrollo. 

3. Constituirán los recursos del Fondo Estatal los importes que sean consignados anualmente por 

la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado, que en todo caso serán suficientes 

para cubrir las necesidades de financiación de las administraciones autonómicas y locales que se 

deriven de las medidas de carácter incremental o específico que hubieran de acometer para 

garantizar los derechos reconocidos por esta ley en materia de educación, salud, vivienda y 

empleo. Estas necesidades de financiación serán determinadas anualmente de acuerdo con una 

estimación de inversión equivalente que será formulada por la Autoridad Independiente de 

Responsabilidad Fiscal (AIReF). 

4. Serán destinatarias de los recursos del Fondo Estatal las administraciones autonómicas y, a 

través de éstas y en los términos que correspondan, las administraciones locales. A estos efectos, 
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el Ministerio de Hacienda, previo acuerdo de la Conferencia Sectorial para el Pueblo Gitano, 

aprobará los criterios de reparto entre las comunidades autónomas, que atenderán a los 

indicadores de brechas de desigualdad entre la población gitana respecto al conjunto de la 

población residentes en su territorio que existan en los ámbitos materiales referidos en el párrafo 

anterior, así como el importe correspondiente a cada una de ellas. 

5. El régimen de funcionamiento del Fondo Estatal se desarrollará por Orden de la persona titular 

del Ministerio de Hacienda, de acuerdo con lo previsto en esta ley. 

Artículo 73. Plan de Desarrollo Gitano. 

1. El Plan de Desarrollo Gitano en España es un programa de impulso estatal dirigido a financiar 

proyectos sociales para prevenir la exclusión y mejorar la calidad de vida del pueblo gitano en 

España, en particular en materia de educación, empleo, vivienda y salud, con el objetivo de lograr 

su igualdad de oportunidades y su inclusión real. 

2. El Plan será gestionado por el Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, 

siendo la selección y la distribución del crédito efectuada, de común acuerdo, por dicho ministerio 

y las comunidades autónomas, que asumirán la corresponsabilidad en la financiación. 

3. El Plan contará con la financiación procedente de los recursos que sean consignados 

anualmente en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado que, en todo caso, 

serán suficientes para garantizar la cobertura de las previsiones de financiación derivadas de los 

proyectos potencialmente elegibles que se prevea que vayan a presentarse.  

A tal efecto, el Ministerio llevará a cabo, anualmente y con antelación suficiente a la determinación 

del crédito para el Plan, un proceso para recabar manifestaciones de interés que permita calibrar 

las necesidades de financiación de cara al ejercicio siguiente. 

4. Los recursos del Plan se destinarán a la financiación de proyectos promovidos y gestionados 

por las comunidades autónomas, las corporaciones locales, los entes públicos de carácter local, 

así como a la cofinanciación o financiación complementaria de aquellos proyectos gestionados por 

entidades sociales especializadas y financiados con cargo a fondos europeos. Las comunidades 

autónomas, corporaciones locales o entidades especializadas, en su caso, deberán aportar, al 

menos, dos tercios de las cantidades aportadas por el Ministerio en cada proyecto. 

Artículo 74. Comisión Interministerial de Coordinación para el Pueblo Gitano. 

1. Se crea la Comisión Interministerial de Coordinación para el Pueblo Gitano como órgano 

colegiado responsable de la coordinación de las políticas y medidas adoptadas por los 

departamentos ministeriales para la promoción, la igualdad y el reconocimiento del pueblo gitano 

en España, así como para la garantía plena de sus derechos y su inclusión en los términos 

recogidos en esta ley, en su normativa de desarrollo y en aquello que pueda derivarse con 

aplicación específica para las personas gitanas del resto de normativa sectorial aplicable. 

2. Su composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente. 

Artículo 75. Conferencia Sectorial para el Pueblo Gitano. 

1. Se crea la Conferencia Sectorial para el Pueblo Gitano, como órgano de colaboración entre la 

Administración General del Estado y las comunidades autónomas en relación con las políticas 

para la promoción, la igualdad y el reconocimiento del pueblo gitano en España, así como en 

relación a las políticas que se desplieguen en cualesquiera otros ámbitos económicos, sociales y 

culturales que tengan por objetivo dicha comunidad o que atiendan en su diseño y ejecución a la 

realidad y necesidades específicas de las personas gitanas.  

2. La Conferencia Sectorial estará presidida por la persona titular del Ministerio de la Política 

Territorial y Memoria Democrática y estará constituida por representantes de los ministerios y de 

las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, convocados con adecuación, 

en cada caso, a las materias de los asuntos que vayan a ser objeto de sus deliberaciones. 
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Asimismo, se podrá convocar también, con voz, pero sin voto, a responsables de otras 

administraciones públicas, así como a la asociación más representativa de las entidades locales. 

3. Corresponde a la Conferencia Sectorial para el Pueblo Gitano: 

a) Adoptar los acuerdos que procedan para la debida coordinación de las políticas para la 

promoción, igualdad y reconocimiento del pueblo gitano e informada por los ministerios del 

Gobierno sobre los proyectos de normas que promuevan en sus respectivos ámbitos. 

b) Informar la Estrategia Nacional para la Igualdad, Inclusión y Participación del Pueblo Gitano 

y los criterios de reparto del Fondo Estatal para la Promoción y la Igualdad del Pueblo Gitano 

antes de su aprobación por el Gobierno, de conformidad con lo previsto en esta ley. 

c) Participar en la función permanente de detección de brechas de desigualdad entre la 

población gitana y el conjunto de la población española en todos los ámbitos, políticos, 

económicos, sociales y culturales, con el objetivo de interesar la actuación de los poderes 

públicos, de acuerdo con los objetivos recogidos en esta ley. 

d) Emitir, en su caso, directrices u orientaciones dirigidas a la corrección de desviaciones 

respecto de los objetivos de esta ley o a la divulgación de buenas prácticas. 

e) Cualesquiera otras funciones que legal o reglamentariamente se le atribuyan o que 

contribuyan a asegurar la necesaria cooperación, coherencia y coordinación de la actuación 

de los poderes públicos en el ámbito laboral. 

4. Reglamentariamente se establecerá el régimen de organización y funcionamiento, composición 

y convocatorias y régimen de los acuerdos de la Conferencia Sectorial. 

Disposición adicional primera. Constitución del Instituto de Historia y Cultura del Pueblo 

Gitano y aprobación de sus nuevos Estatutos. 

1. El Instituto de Historia y Cultura del Pueblo Gitano se creará sobre la base del actual Instituto 

de Cultura Gitana, que adaptará su naturaleza jurídica y sus Estatutos a lo dispuesto en esta ley. 

Las funciones y patrimonio del Instituto de Cultura Gitana quedarán integrados en el nuevo Instituto 

una vez se constituya efectivamente su Consejo Rector. 

2. El Ministerio de Cultura presentará la propuesta de modificación de los Estatutos del Instituto 

de Cultura Gitana para la efectiva constitución y puesta en funcionamiento del Instituto de Historia 

y Cultura del Pueblo Gitano, para su aprobación por el Consejo de Ministros en el plazo máximo 

de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley.  

Disposición adicional segunda. Impulso a la creación de una Comisión permanente para la 

Inclusión, la Igualdad y la Participación del Pueblo Gitano en el Congreso y el Senado. 

El Gobierno impulsará que el Congreso y ante el Senado decidan acordar las modificaciones 

necesarias en sus respectivos Reglamentos para la creación de una Comisión permanente para 

la Inclusión, la Igualdad y la Participación del Pueblo Gitano, que actúen como órganos de control 

y evaluación parlamentarias en cada Cámara de las políticas derivadas de esta ley. 

Disposición adicional tercera. Propuesta de modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 

del Estatuto del trabajo autónomo.  

El Gobierno de España, a propuesta conjunta de los Ministerios de Trabajo y Economía Social y 

de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en el plazo máximo de doce meses desde la entrada 

en vigor de esta ley, aprobará un proyecto de ley de modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 

del Estatuto del trabajo autónomo, al objeto de introducir bonificaciones en las cuotas de la 

Seguridad Social para las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas dedicadas a la 

venta ambulante o no sedentaria que sean mayores de 60 años o se encuentren en situación de 

vulnerabilidad, reforzando su protección social en su tránsito a la jubilación. 
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Disposición adicional cuarta. Consideración de la infancia gitana como objetivo prioritario 

en la Garantía Infantil Europea. 

En la ejecución de los Planes de Acción Estatal para la implementación de la Garantía Infantil 

Europea que sean aprobados por el Gobierno de España se considerará a la infancia y la 

adolescencia gitana como colectivos de atención prioritaria, debiéndose establecer mecanismos 

de financiación finalista para asegurar su acceso a servicios de salud, nutrición o educación, entre 

otros, y mejorar los indicadores de la población gitana en todas estas dimensiones. 

Disposición adicional quinta. Recogida de datos desglosados por pertenencia étnica en 

determinadas estadísticas oficiales de competencia estatal. 

1. El Instituto Nacional de Estadística incorporará datos desglosados por la pertenencia étnica 

declarada por las personas encuestadas, de acuerdo con los principios y garantías establecidas 

en el artículo 8 de esta ley, en la Encuesta de Población Activa (EPA), en la Encuesta de 

Condiciones de Vida (ECV) y en la Encuesta de Presupuestos Familiares (EPF), así como en el 

resto de encuestas y estudios que se acuerde por su presidencia, a propuesta del Consejo 

Superior de Estadística, oído el Consejo Estatal del Pueblo Gitano. 

2. Del mismo modo, en colaboración con el Consejo General del Poder Judicial, elaborará 

indicadores que puedan ser aplicados en el sistema estadístico criminal, con el fin de analizar la 

incidencia de antigitanismo en el ámbito judicial y la victimización por delitos de odio. 

Disposición adicional sexta. Aprobación de un proyecto de Ley de modificación de la Ley 

15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, en relación 

a su régimen sancionador. 

El Gobierno de España, en el plazo máximo de doce meses tras la entrada en vigor de esta ley, 

aprobará un proyecto de ley que incorpore la modificación de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral 

para la igualdad de trato y la no discriminación, al objeto de garantizar la eficacia en la aplicación 

de su régimen sancionador, clarificando y desarrollando con una mayor exhaustividad los tipos 

infractores y sus sanciones asociadas, así como de atribuir la competencia sancionadora en 

relación con el mismo a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 

Discriminación prevista en dicha norma. 

Disposición adicional séptima. Aprobación de un proyecto de Ley de modificación de la 

legislación estatal reguladora de la protección jurídica del menor y del sistema de 

protección de la infancia y la adolescencia, con el fin de prevenir sesgos discriminatorios 

en los procesos de intervención administrativa ante situaciones de riesgo o desamparo. 

1. El Gobierno de España, en el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de la presente 

ley, aprobará un proyecto de ley de modificación de la legislación estatal reguladora de la 

protección jurídica del menor y del sistema de protección de la infancia y la adolescencia. 

2. Dicha reforma tendrá como objetivo prioritario garantizar que los procesos de intervención 

administrativa ante situaciones de riesgo o desamparo, y las consecuentes medidas de separación 

de la persona menor de edad de su núcleo familiar mediante la suspensión o retirada de la guarda 

y custodia, tengan un carácter estrictamente excepcional y operen siempre como último recurso, 

debiendo agotarse de forma previa todas las medidas de apoyo económico, habitacional, laboral 

y social orientadas a revertir la situación de vulnerabilidad de la unidad familiar, y debiendo 

priorizar en las medidas de acogimiento formal la permanencia del menor en el ámbito de su familia 

extensa siempre que sea posible. 

3. El nuevo marco normativo establecerá de forma expresa la prohibición de que la situación de 

pobreza, la carencia de recursos materiales, la precariedad habitacional o la adopción de estilos 

de vida y pautas de socialización culturalmente diversas puedan ser considerados, por sí mismos, 

como indicadores de desatención o causa de declaración de desamparo. En consecuencia, se 

impedirá la separación familiar por motivos exclusivamente socioeconómicos o materiales, 
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siempre que se constate la existencia de un entorno familiar de afecto, cuidado y protección 

emocional que garantice el bienestar y el interés superior del menor. 

Disposición adicional octava. Aprobación de un proyecto de Ley de modificación de la Ley 

20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, para la promoción y la mejora de 

las condiciones de las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas en el sector 

de la venta ambulante o no sedentaria. 

1. El Gobierno de España, en el plazo máximo de doce meses tras la entrada en vigor de esta ley, 

aprobará un proyecto de Ley de modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 

trabajo autónomo, al objeto de establecer los incentivos específicos y bonificaciones en la 

cotización de la Seguridad Social de las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas, 

incluidos los familiares colaboradores de estos trabajadores a los que se refiere el artículo 305.2.k) 

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en los términos previstos en el artículo 21 de esta ley. 

2. Estos incentivos incluirán el establecimiento de medidas específicas dirigidas a las mencionadas 

personas trabajadoras por cuenta propia o autónomos de mayor edad, con el objetivo de promover 

su transición digna hacia la jubilación.  

Disposición adicional novena. Incorporación de las distintas formas de diversidad en los 

Planes de Igualdad de las empresas. 

El Gobierno de España, en el plazo máximo de seis meses tras la entrada en vigor de esta ley, 

aprobará un proyecto de Ley de modificación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres a fin de incorporar, en los Planes de Igualdad regulados 

en los artículos 45 y 46 de dicha ley, además de las medidas para fomentar la igualdad entre 

hombres y mujeres aquellas encaminadas a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de 

oportunidades entre todas las personas trabajadoras y a prevenir y eliminar cualquier tipo de 

discriminación, especialmente la motivada por el origen geográfico, racial y/o étnico. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango sean contrarias a lo 

establecido en esta ley. 

2. Asimismo, como acto de justicia, dignidad y reparación histórica, y con el fin de suprimir del 

ordenamiento jurídico español cualquier vestigio de validez formal, eficacia jurídica remanente o 

vigencia simbólica de las normas de persecución y discriminación dictadas históricamente contra 

el pueblo gitano, se declaran expresamente derogadas las siguientes disposiciones: 

a) La Pragmática de Medina del Campo de 28 de octubre de 1499, dictada por los Reyes 

Católicos, así como todas las pragmáticas y leyes sucesivas de los siglos XVI y XVII que 

ordenaban la expulsión, la asimilación forzosa, el castigo de galeras o la pérdida de la 

identidad cultural y lingüística de la población gitana. 

b) La Real Cédula, Instrucción y Órdenes de 30 de julio de 1749, dictadas por el rey Fernando 

VI y ejecutadas por el Marqués de la Ensenada, que decretaron el exterminio y la reclusión 

generalizada y separada de personas y familias gitanas, en una operación sistemática 

conocida históricamente como la «Prisión General de Gitanos» o la «Gran Redada». 

c) La Pragmática Sanción de 19 de septiembre de 1783, dictada por el rey Carlos III, en todo 

aquello que, bajo apariencia de asimilación, mantenía la prohibición de la lengua, el traje, la 

forma de vida y la denominación histórica del pueblo gitano, imponiendo sanciones punitivas 

a quienes mantuvieran su identidad propia. 

d) Cualesquiera otras leyes, decretos, órdenes, circulares o reglamentos promulgados desde el 

siglo XV hasta el siglo XX cuyo objeto, motivación o efecto fuera la persecución 
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criminalizadora, el confinamiento, la exclusión o la restricción de derechos fundamentales de 

las personas por el mero hecho de su origen étnico o su pertenencia al pueblo gitano. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la 

igualdad de trato y la no discriminación. 

La Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, queda 

modificada en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica el artículo 20, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 20. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en el acceso a la vivienda. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán que las 

políticas de urbanismo y vivienda respeten el derecho a la igualdad de trato y prevengan la 

discriminación, incluida la segregación residencial, y cualquier forma de exclusión por cualquiera 

de las causas previstas en la presente ley. De manera específica, se tendrán en cuenta las 

necesidades de las personas sin hogar y de las que se encuentren en situación de mayor 

vulnerabilidad o sean más susceptibles de sufrir alguna forma de discriminación. 

Asimismo, tendrán en cuenta, en su elaboración, las necesidades de los grupos con mayores 

dificultades para el acceso y permanencia en la vivienda por razón de las expresadas causas, 

promoviendo políticas que garanticen la autonomía y la vida independiente de las personas 

mayores y de las personas con discapacidad, así como el soporte necesario a las personas que 

sufran o tengan mayor riesgo o predisposición a sufrir patologías y trastornos de la salud graves 

o inhabilitantes. 

2. Los prestadores de servicios de venta, arrendamiento, intermediación inmobiliaria, portales de 

anuncios, o cualquier otra persona física o jurídica que haga una oferta disponible para el público, 

estarán igualmente obligados a respetar en sus operaciones comerciales el derecho a la igualdad 

de trato y no discriminación. Asimismo, serán responsables de velar por la neutralidad de las 

ofertas que gestionen y estarán obligados a informar a sus clientes sobre la ilegalidad de estas 

prácticas y las responsabilidades que pudieran derivarse de las mismas para todas las partes 

implicadas. 

En particular, queda prohibido: 

a) Rehusar una oferta de compra o arrendamiento, o rehusar el inicio de las negociaciones, o 

denegar información o visitas a los inmuebles, o cualquier otra manera de impedir o denegar 

por acción u omisión la compra o arrendamiento de una vivienda, por razón de alguna de 

las causas de discriminación previstas en la presente ley, cuando se hubiere realizado una 

oferta pública de venta o arrendamiento. 

b) Discriminar a una persona en cuanto a los términos o condiciones de la venta o 

arrendamiento de una vivienda con fundamento en las referidas causas, inclusive de forma 

indirecta mediante la exigencia de avales, depósitos o garantías desproporcionadas que no 

se apliquen de forma generalizada a otras personas demandantes de vivienda. 

c) Incluir cláusulas o expresiones en los anuncios y ofertas de vivienda que excluyan 

explícitamente a determinadas personas por razón de las causas de discriminación 

mencionadas, o cuando se utilicen códigos indirectos con fines segregadores. 

La obligación de no discriminación se mantendrá durante todo el periodo posterior de uso de la 

vivienda, en el caso de los arrendamientos u otras situaciones asimilables. 

3. Lo previsto en los párrafos anteriores será de aplicación también a los locales de negocio. 

4. También queda prohibida cualquier conducta de acoso inmobiliario, en los términos previstos 

en el artículo 6.c) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, que puedan 
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producirse por alguna de las causas de discriminación previstas en la presente ley, incluidas las 

siguientes: 

a) El corte deliberado de suministros básicos. 

b) La falta de mantenimiento de la vivienda o de los elementos comunes del inmueble, cuando 

sea intencionada o resultado de una dejación de responsabilidades grave. 

c) El hostigamiento por parte de la propiedad. 

d) La presión económica o psicológica orientada al abandono de la vivienda, la venta o cesión 

del inmueble o la resolución del contrato de arrendamiento. 

5. Queda igualmente prohibida cualquier forma de hostigamiento vecinal o colectivo, entendido 

como el conjunto de acciones concertadas de intimidación, rechazo, denuncias falsas o 

injustificadas, daños a bienes, asedio o presión social dirigidas a impedir el acceso, la permanencia 

o el pacífico disfrute de una vivienda o entorno residencial fundada en motivos discriminatorios, 

con arreglo a las causas previstas en la presente ley. 

Las administraciones competentes, en colaboración con las fuerzas y cuerpos de seguridad, 

actuarán de forma inmediata ante la detección de actos de hostigamiento vecinal o colectivo y 

garantizarán a las víctimas asistencia jurídica inmediata para la defensa de sus derechos y la 

interposición de las acciones legales necesarias, así como apoyo psicosocial orientado a reparar 

el impacto emocional derivado de las situaciones de asedio o rechazo social y acompañamiento 

institucional durante el proceso de instalación o retorno a la vivienda, asegurando que el ejercicio 

del derecho a la residencia se produzca en condiciones de seguridad y dignidad. 

En ningún caso las autoridades podrán amparar, de forma directa o indirecta, las demandas de 

desplazamiento o exclusión, siendo responsables de garantizar el orden público y la igualdad de 

trato en su término municipal. Asimismo, deberán promover sistemas de mediación para resolver 

conflictos vecinales desde una perspectiva intercultural. 

6. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, realizarán 

campañas de inspección periódicas para detectar y sancionar situaciones de discriminación en 

relación con el derecho de acceso a la vivienda, en los términos previstos en la presente ley.» 

Dos. Se modifica el artículo 23, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 23. Inteligencia Artificial y mecanismos de toma de decisión automatizados. 

1. En el marco de la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial, de la Carta de Derechos 

Digitales y de las iniciativas europeas en torno a la Inteligencia Artificial, las administraciones 

públicas favorecerán la puesta en marcha de mecanismos para que los algoritmos involucrados 

en la toma de decisiones que se utilicen en las administraciones públicas tengan en cuenta 

criterios de minimización de sesgos, transparencia y rendición de cuentas, siempre que sea 

factible técnicamente. En estos mecanismos se incluirán su diseño y datos de entrenamiento, y 

abordarán su potencial impacto discriminatorio. Para lograr este fin, se promoverá la realización 

de evaluaciones de impacto que determinen el posible sesgo discriminatorio. 

2. Las administraciones públicas, en el marco de sus competencias en el ámbito de los algoritmos 

involucrados en procesos de toma de decisiones, priorizarán la transparencia en el diseño y la 

implementación y la capacidad de interpretación de las decisiones adoptadas por los mismos y 

garantizarán la no utilización de sistemas de decisión automatizados que usen criterios 

discriminatorios o que indirectamente generen tales situaciones de discriminación. 

Asimismo, en los casos en los que se utilicen estos sistemas de decisión automatizada, 

especialmente en ámbitos como los servicios sociales, el empleo, la salud, la educación o la 

vivienda, deberán realizar una evaluación de impacto previa y auditorías de sesgo periódicas 

para garantizar que el sistema no genera resultados discriminatorios. 
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3. Las administraciones públicas y las empresas promoverán el uso de una Inteligencia Artificial 

ética, confiable y respetuosa con los derechos fundamentales, siguiendo especialmente las 

recomendaciones de la Unión Europea en este sentido. 

4. Se promoverá un sello de calidad de los algoritmos. Reglamentariamente se establecerán sus 

requisitos, contenido, alcance y efectos. 

5. De conformidad con el Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

se prohíbe el uso de algoritmos que incorporen sesgos discriminatorios o que sitúen a personas 

pertenecientes a colectivos determinados por razón de su origen geográfico, racial y/o étnico o 

por su religión o creencias, o por cualquier otra circunstancia cultural o social, en una posición 

de desventaja basándose en variables de residencia, patrones de consumo o redes de contacto 

asociadas a su realidad o su identidad. 

Las personas afectadas tendrán derecho a obtener una explicación comprensible sobre la lógica 

del algoritmo y a impugnar decisiones que consideren discriminatorias. 

6. En particular, en el marco de la transformación digital del mercado laboral, queda prohibido el 

uso de sistemas algorítmicos o de inteligencia artificial que generen situaciones de 

discriminación. A tales efectos, las empresas que utilicen algoritmos para la selección de 

personal, la evaluación del rendimiento o la toma de decisiones sobre condiciones laborales 

realizarán auditorías periódicas de sesgos discriminatorios, que deberán verificar que los 

parámetros del sistema no incorporan variables sustitutivas del origen geográfico, racial y/o 

étnico, o de la religión o creencias, o de cualquier otra circunstancia cultural o social, tales como 

el código postal, la pertenencia a determinadas asociaciones o patrones específicos. 

Las personas trabajadoras y sus representantes tendrán derecho a ser informadas sobre los 

parámetros y criterios en los que se basan los algoritmos que afecten a su empleo o condiciones 

de trabajo, garantizando la transparencia y la explicabilidad del sistema, en los términos que 

establezca la normativa sectorial aplicable. 

Ante la detección de un sesgo discriminatorio en un sistema automatizado, la empresa deberá 

suspender su aplicación de inmediato y proceder a la rectificación de los datos o del modelo de 

aprendizaje para corregir las desventajas generadas e impedir su repetición.» 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a 

la vivienda. 

Se añade una nueva disposición adicional séptima a la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho 

a la vivienda, con la siguiente redacción:  

«Disposición adicional séptima. Garantías durante los procesos de realojo. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantizarán 

que todo proceso de desmantelamiento de un asentamiento segregado o de infraviviendas se 

acompañe de un plan de realojo inclusivo, que deberá contemplar necesariamente: 

a) El acceso a una vivienda digna y adecuada en entornos urbanos normalizados e integrados, 

evitando la concentración de las personas y las familias realojadas en un mismo edificio o 

barrio para impedir la creación de nuevas áreas segregadas.  

b) La prohibición de que las nuevas viviendas que se adjudiquen  se encuentren en inmuebles 

con graves deficiencias estructurales, con falta de mantenimiento básico y/o que estén 

situados en zonas con carencias de servicios públicos básicos. 

c) La seguridad jurídica en la tenencia de las nuevas viviendas, ya sea mediante regímenes 

de alquiler social, cesión de uso o propiedad. 

2. Los procesos de realojo se realizarán con plena observancia de los derechos fundamentales 

de las personas afectadas, respetando siempre el derecho a la inviolabilidad del domicilio y a un 
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procedimiento justo, e incluirán programas de acompañamiento social, antes, durante y después 

del traslado, con una duración mínima de dos años, prorrogables según la circunstancias 

específicas de vulnerabilidad de las personas y las familias afectadas. Estos programas 

abordarán la adaptación al nuevo entorno residencial, la mediación vecinal y, en su caso, 

intercultural, y el apoyo en el mantenimiento del inmueble. 

A estos efectos, durante estos procesos las administraciones públicas competentes coordinarán 

sus actuaciones para asegurar el cumplimiento de estos objetivos y garantizar el interés superior 

de las personas menores y la protección de las personas mayores y con discapacidad que 

puedan verse afectadas, asegurando en tales casos la continuidad de la escolarización y de la 

atención sanitaria y sociosanitaria durante todo el realojo. 

3. En situaciones que no requieran realojo pero presenten graves deficiencias de habitabilidad, 

las administraciones públicas impulsarán planes de rehabilitación de inmuebles o de 

regeneración urbana, asegurando que las ayudas lleguen de forma efectiva a las familias 

propietarias o arrendatarias en situación de vulnerabilidad. 

4. Las administraciones públicas garantizarán que las personas afectadas sean consultadas y 

puedan participar activamente en el diseño y ejecución de sus propios itinerarios y soluciones de 

realojo. A estos efectos, podrán establecer espacios de interlocución con las entidades sociales 

especializadas que trabajen con las familias y comunidades afectadas.» 

Disposición final tercera. Modificación del Código Civil. 

Se añade un nuevo artículo 172 quáter al Código Civil, con la siguiente redacción: 

«Artículo 172 quáter. 

1. La valoración del adecuado ejercicio de los deberes de protección, guarda y cuidado del menor 

deberá fundarse en circunstancias objetivas relativas a su situación de desprotección efectiva y 

no podrá sustentarse, ni directa ni indirectamente, en estereotipos culturales, prejuicios, 

culturales o religiosos, incluidos aquellos derivados del antigitanismo u otras formas específicas 

de racismo, salvo que se acredite de forma objetiva que dichas circunstancias generan un riesgo 

cierto y grave para la integridad física, psíquica o moral del menor. 

2. En ningún caso la apreciación de la situación de desamparo podrá basarse, de forma exclusiva 

o determinante, en la situación económica de la familia, su origen racial o étnico, pertenencia a 

una minoría cultural, religión, lengua, nacionalidad o cualquier otra circunstancia personal, 

familiar o social de los progenitores, tutores o guardadores. 

3. Las resoluciones que declaren la situación de desamparo deberán identificar de forma expresa 

los hechos concretos que justifican la medida y motivar que dicha decisión se fundamenta 

exclusivamente en circunstancias objetivamente acreditadas relativas a la situación del menor y 

la inexistencia de factores discriminatorios en la valoración realizada, descartando expresamente 

que la decisión se fundamente en criterios socioculturales, circunstancias de vulnerabilidad 

económica, origen racial o étnico, antigitanismo, pertenencia a minorías culturales u otras 

circunstancias protegidas por el principio de igualdad de trato y no discriminación.» 

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. 

La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente 

a la violencia, queda modificada en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica la letra j) del artículo 3, que queda redactada en los siguientes términos: 

«j) Garantizar la erradicación y la protección frente a cualquier tipo de discriminación y la 

superación de los estereotipos de carácter sexista, racista, homofóbico, bifóbico, transfóbico o 

por razones estéticas, de discapacidad, de enfermedad, de aporofobia o exclusión social, de 
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origen étnico o de antigitanismo, o por cualquier otra circunstancia o condición personal, familiar, 

social o cultural.» 

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 34, que queda redactado en los siguientes términos: 

«2. Entre otros aspectos, los protocolos determinarán las actuaciones a desarrollar, los sistemas 

de comunicación y la coordinación de los y las profesionales responsables de cada actuación. 

Dicha coordinación deberá establecerse también con los ámbitos sanitario, de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado y judicial. 

Asimismo, deberán contemplar actuaciones específicas cuando el acoso tenga como motivación 

la discapacidad, problemas graves del neurodesarrollo, problemas de salud mental, la edad, 

prejuicios racistas, antigitanismo o por lugar de origen, la orientación sexual, la identidad o 

expresión de género. De igual modo, dichos protocolos deberán contemplar actuaciones 

específicas cuando el acoso se lleve a cabo a través de las nuevas tecnologías o dispositivos 

móviles y se haya menoscabado la intimidad, reputación o el derecho a la protección de datos 

personales de las personas menores de edad.» 

Tres. Se modifica la letra d) del artículo 48.1, que queda redactada en los siguientes términos: 

«d) Adoptar las medidas necesarias para que la práctica del deporte, de la actividad física, de la 

cultura y del ocio no sea un escenario de discriminación por edad, raza, discapacidad, orientación 

sexual, identidad sexual o expresión de género, origen étnico o antigitanismo, o cualquier otra 

circunstancia personal o social, trabajando con los propios niños, niñas y adolescentes, así como 

con sus familias y profesionales, en el rechazo al uso de insultos y expresiones degradantes y 

discriminatorias.» 

Cuatro. Se modifica la letra d) del artículo 51.d), que queda redactado en los siguientes términos: 

«d) Deberán contemplar actuaciones específicas cuando el acoso tenga como motivación la 

discapacidad, el racismo, el antigitanismo o el lugar de origen, la orientación sexual, la identidad 

o expresión de género. De igual modo, dichos protocolos deberán contemplar actuaciones 

específicas cuando el acoso se lleve a cabo a través de las nuevas tecnologías de las personas 

menores de edad o dispositivos móviles y se haya menoscabado la intimidad y reputación.» 

Disposición final quinta. Título competencial. 

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en la Constitución española, que atribuye al Estado las 

siguientes competencias exclusivas: 

a) El Título Preliminar y las medidas transversales de igualdad de oportunidades y de trato y no 

discriminación a lo largo de esta ley se dictan al amparo del artículo 149.1.1.ª, que atribuye 

al Estado la competencia en la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 

igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 

deberes constitucionales.  

b) Los artículos 40 y 41 del Capítulo I y artículo 51 del Capítulo II del Título II, al amparo de los 

artículos 149.1.5.ª y 6.ª, que atribuyen las competencias de Administración de Justicia y en 

legislación procesal, respectivamente. 

c) El Capítulo II y el artículo 36 del Capítulo IV del Título I y el 45 y 50 del Capítulo II del Título 

II, al amparo del artículo 149.1.7.ª, que atribuye las competencias sobre la legislación laboral; 

sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las comunidades autónomas. 

d) El Capítulo IV del Título I y el artículo 44 del Capítulo II del Título II, al amparo del artículo 

149.1.13.ª, que atribuye las competencias sobre la regulación de las bases y coordinación de 

la planificación general de la actividad económica. 
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e) El artículo 9 del Capítulo Preliminar y el artículo 21 del Capítulo II del Título I, al amparo del 

artículo 149.1.18.ª, que atribuye las competencias sobre la regulación de las bases del 

régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen de sus funcionarios. 

f) El artículo 48 del Capítulo II del Título II, al amparo del artículo 149.1.27.ª, que atribuye las 

competencias para dictar las normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión. 

g) El Capítulo I y II del Título III, y todas las disposiciones en materia cultural, al amparo del 

artículo 149.1.28.ª y el 149.2, que atribuye las competencias sobre la defensa del patrimonio 

cultural y artístico y fomento de la cultura, sin perjuicio de las competencias de las 

Comunidades Autónomas en la materia. 

h) El artículo 52 del Capítulo II del Título II, y todas las disposiciones en materia de seguridad, 

al amparo del artículo 149.1.29.ª, que atribuye las competencias sobre la regulación relativa 

a la actuación de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

i) El Capítulo I del Título I y el 35 del Capítulo IV, al amparo del artículo 149.1.30.ª, que atribuye 

las competencias sobre la regulación de las condiciones de obtención, expedición y 

homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del 

artículo 27 de la Constitución sobre educación. 

j) El artículo 8 del Capítulo Preliminar del Título I, y todas las disposiciones sobre tratamiento 

de datos con fines estadísticos y el diseño y seguimiento de indicadores, al amparo del 

artículo 149.1.31.ª, que atribuye las competencias sobre estadística para fines estatales. 

Disposición final sexta. Habilitación reglamentaria. 

Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los ministerios, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución 

de lo establecido en esta ley. 

Disposición final séptima. Entrada en vigor. 

Esta ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 


